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I Se abre la sesión a las diez de la mañana. 

El señor PRESIDENTE DEL CONGRESO DE LOS DI- 
PUTADOS (Peces-Barba Martinez): Abrimos la sesión de 
esta Comisión de Justicia e Interior en relación con la 
presentación de la Memoria sobre el estado y actividades 
de la Administración de Justicia, referida al período que 
acaba el 30 de junio de 1984. 

Como recuerdan SS. SS., la vez anterior que tuvimos 
la satisfacción de tener con nosotros al señor Presidente 
del Consejo General del Poder Judicial y del Tribunal 
Supremo indicamos la conveniencia de aproximar esta 
comparecencia al tiempo en el que se había producido la 
Memoria. Yo creo que ese es un objetivo ya conseguido, 
puesto que no han transcurrido todavía los tres meses, o, 
por lo menos, si han transcurrido es hace poco, para que 
se debata este tema. 

El debate del tema se produce de acuerdo con una 
resolución de la Presidencia, a la que va a dar lectura el 
serior Letrado. 

El señor LETRADO DE LA COMISION: La Mesa y la 
Junta de Portavoces, conforme al artículo 32 del Regla- 
mento, ha resuelto: 

Primero, recibida la Memoria anual del Consejo Gene- 
ral del Poder Judicial sobre el estado y actividades de la 
Administración de Justicia, la Mesa del Congrcso la re- 
mitirá a la Comisión de Justicia e Interior dc la Cámara 
para trámite de información. 

Segundo, la sesión de la Comisión se iniciará con la 
presentación de la Memoria por el Presidente del Consejo 
General del Poder Judicial, siendo presidida, a estos efec- 
tos, por el Presidente de la Cámara. 

Tras dicha presentación, podrán haccr uso de la pala- 
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bra uno o más representantes de cada Grupo Parlamen- 
tario para formular preguntas o hacer observaciones, en 
un tiempo máximo de quince minutos para cada Grupo. 
Tras la contestación del Presidente del Consejo General 
del Poder Judicial, los intervinhtes poddn hacer de 
nuevo uso de la palabra durante tiempo mAxima de 
diez minutos por Grupo. 

La Comisión\deberá designar una Ponencia que infor- 
me, en un plazp de quince dlas, sobre el estado y las 
actividades de la Administración de Justicia contenidos 
en la Memoria. 

Tercero, concluida dicha comparecencia, o debatido y 
votado por la Comisión el Informe de la Ponencia, se 
abrirá un plazo de tres días para presentar propuestas de 
resolución ante la Mesa de la Comisión. 

La Mesa de la Comisión admitirá las propuestas que 
sean congruentes con la Memoria objeto del debate, refe- 
ridas al servicio público de la Justicia y respetando, en 
todo caso, la independencia de la función jurisdiccional. 
Las admitidas a trámite, sin perjuicio de lo dispuesto en 
el articulo 31.2 del Reglamento de la Cámara, serán re- 
mitidas a la Mesa del Congreso a efectos de su inclusión 
en el orden del dla en una sesión plenaria. 

Cuarto, las propuestas admitidas, una vez incluidas en 
el orden del día de una sesión plenaria, podrán defender- 
se durante un tiempo máximo de diez minutos, pudiendo 
concederse un turno en contra por el mismo tiempo tras 
la defensa de cada una de ellas. 
Las enmiendas a las propuestas se regirán por lo dis- 

puesto en el Reglamento para las proposiciones no de 
ley. 
Y quinto, los acuerdos adoptados en el Pleno se comu- 

nicarán, en todo caso, al Consejo General del Poder Judi- 
cial. 

El setior PRESIDENTE: Muchas gracias, setior Letra- 
do. 

Con esta relación se va a encuadrar la sesión que ahora 
comienza, y, simplemente, quisiera llamar su atención 
sobre el apartado tercero, que, aunque se refiere a las 
mociones, puede tener una realidad también en esta se- 
sión cuando se dice que las mociones seran sobre el servi- 
cio público de la Justicia y respetando en todo caso la 
independencia de la función jurisdiccional. De tal mane- 
ra que retiraré la palabra a aquel Diputado que interven- 
ga en temas que pueden afectar a la función jurisdiccio- 
nal, es decir, al hecho de las manifestaciones de voluntad 
de los jueces cuando estén dictando sentencias o cuando 
estén actuando en esa función. 

Creo que es también mi obligación agradecer al setior 
.Presidente del Consejo General del Poder Judicial y del 
Tribunal Supremo su presencia aquí, y pienso que esta 
sesión anual con la Memoria sobre el estado y activida- 
des de la Justicia, que va estamos situando mucho más 
próxima en el tiempo, es una buena muestra de colabo- 
ración entre Poderes. 

nada más. Doy al señor Presidente la palabra. 

El setior PRESIDENTE DEL CONSEJO GENERAL 

DEL PODER JUDICIAL (Sainz de Robles Rodríguez): Se- 
fior Presidente, sefior Presidente de la Comisiítn de Justi- 
cia e Interior, setiores Diputados, realmente tengo que 
rnostra mi satisfacción por el hecho de que la priwienta- 
ci6n y debate de la Memoria de 1984 tenga lugar en una 
fecha m y  próxima a su edición. Porque, en verdad, aun- 
que los materiales de esta Memoria quedaron cerrados a 
30 de junio de este ario, su elaboraci6n llev6 cierto tiem- 
po y el ejemplar oficialmente destinado a las Cortes en- 
tró a final de junio, lo cierto es que la Memoria editada 
tardó más tiempo, y casi podemos cifrar en un mes el 
lapso de tiempo que media entre el reparto de esta Me- 
moria y la reunión prosente. Ello creo que ya, teniendo 
en cuenta el objeto de esta reunión -es decir, el debate y 
preguntas sobre la Memoria de 1 9 8 6 ,  a hacer ociosa 
esta intervención mía o, por lo menos, a reducirla am- 
pliamente. 

El 16 de junio de este arío, como recordarán, tuvo lugar 
la sesión de debate de la Memoria de 1983. La introduc- 
ción tuvo que ser forzosamente amplia, porque se trata- 
ba de poner ante SS. SS. acontecimientos de la Adminis- 
tración de Justicia posterioms-a la fecha de cierre de 
aquella Memoria. Consiguientemente a las normas apro- 
badas por la Presidencia sobre tramitación de la Memo- 
ria, las mociones aprobadas por el Congreso de los Dipu- 
tados, Pleno, llegaron al Consejo el día 7 de julio, es de- 
cir, cerrado ya el material de la Memoria. Sin embargo, 
el debate había sido tan esclarecedor de los extremos que 
le interesaban a la Comisión que hubo tiempo no de to- 
mar en cuenta estas mociones -su petición formal, co- 
mo digo, llegó después del cierre de los materiales reco- 
gidos en la Memoria-, pero sí sustancialmente su espíri- 
tu. Se produjo de esta manera una continuidad en la 
labor del Consejo General y en la que corresponde a esta 
Comisión y luego a la Cámara en Pleno sobre el estado y 
actividades de la Administración de Justicia. 

Consiguientemente, yo me voy a limitar a hacer un 
resumen, quizá más ilustrado que la presentación de la 
Memoria, sobre los extremos que creo de capital interés 
en las actividades del Consejo y el estado y actividades 
de la Justicia hasta 30 de junio del ario que corre. 

La primera nota a destacar es que, puesto va a pleno 
funcionamiento y actuación el Servicio de Inspección del 
Consejo General del Poder Judicial, podernos decir que el 
93 por ciento de los órganos colegiados han sido inspec- 
cionados, que prácticamente la totalidad de los órganos 
unipersonales lo han sido, algunos de ellos incluso han 
recibido doble visita de la Inspección, con la filosofía que 
a este Servicio corresponde en la comprobación del fun- 
cionamiento de la justicia, de los defectos de funciona- 
miento que le aquejan v la propuesta de los remedios 
para que el ciudadano en todo caso. disponga de una 
justicia eficaz, corno le promete la Constitución, dejando 
aparte las actividades correctoras, que corresponden a la 
sección disciplinaria. 

Por tanto, creo que han estado en poder del Consejo los 
datos suficientes para elaborar las grandes líneas de los 
problemas que tiene planteado cada uno de los cuatro 
órdenes jurisdiccionales en los que sc manifiesta la fun- 
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ción jurisdiccional contenida en la Constitución y defini- 
da por ella. Se ha advertido claramente que, en punto a 
la jurisdicción ordinaria civil, problemas derivados del 
proceso de familia no han sufrido un incremento grande, 
pero en cambio han manifestado una gran disfunción a 
la hora de resolver estas situaciones de manera eficaz. 
Me estoy refiriendo, naturalmente, a los grande proble- 
mas que la ejecución de las resoluciones en este orden 
plantea. Ello ha puesto de relieve una vez más que los 
órganos jurisdiccionales tienen que contar con un astaff, 
de profesionales que ayuden al juez, y que eliminen en lo 
posible el estrépito judicial de contiendas que afectan 
verdaderamente a la intimidad más sagrada de las perso- 
nas. 

A su vez, la aglomeración casi rallana en el colapso de 
centros urbanos en litigios sobre todo mercantiles y,  al 
mismo tiempo, la desaparición de este colapso y norma- 
lización en la mayor parte de los centros que pudiéramos 
considerar rurales, independientemente de su cataloga- 
ción administrativa, vuelve a poner sobre el tapete la 
urgencia del establecimiento de una demarcación ajusta- 
da a los reales problemas sociales de 1984 y años venide- 
ros. 

La jurisdicción penal ha tenido en el año 1983 dos 
notas de verdadero relieve. Me refiero a las leyes orgáni- 
cas verificativas de los artículos 503 y 504 de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal y a la Ley Orgánica modificati- 
va parcial del Código Penal, con carácter urgente. Esto 
ha producido, naturalmente, una actividad jurisdiccional 
extraordinaria para que los efectos de esta Lev pudieran 
estar dispuestos en beneficio de la sociedad y de los afec- 
tados directamente por ellos a la mavor brevedad. Una 
de las grandes satisfacciones que puede tener la Adminis- 
tración de Justicia es que el cumplimiento ha sido pun- 
tual, exacto. v que no ha habido una sola queja fundada 
sobre el aplazamiento, demoras o retrasos en la aplica- 
ción de esta Lev. Las consecuencias de la misma están, 
como saben ustedes, en otro capítulo de la Memoria, creo 
que claramente especificadas. 

La jurisdicción contencioso-administrativa, aparte de 
revelar también una demarcación insuficiente y de reve- 
lar que no es posible (si se quiere dar al ciudadano una 
justicia eficaz en la proteccion contra las manifestacio- 
nes del poder administrativo) que se vengan mantenien- 
do la demarcación como un catalogo correspondiente de 
preferencias entre jcrarquia del órgano jurisdiccional y 
jerarquía del órgano que ha dictado el auto. Pero, inde- 
pendientemente de ello, hav dos graves disfunciones en 
la jurisdicción contencioso-administrativa de urgente co- 
rrección: Una, la dcmora en la remisión de los expedien- 
tes administrativos a los tribunales, que debe de encon- 
trar va su correctivo cn las leves vigentes, sin que sea o 
deje de ser de desear que estas leves se pongan al día, me 
refiero al día de la Constitución, con la urgencia que el 
caso requiere v que, al mismo tiempo, las actividades de 
la Administración sean cnormemcnte más diligentes, que 
no haya necesidad de recurrir a los procedimientos con- 
minatorios, la mavor parte de ellos ineficaces. para obte- 
ner este primer peldaño de acceso a la jurisdicción. Lo 

mismo hay que decir respecto de las ejecuciones de la 
sentencia. Las ejecuciones de la sentencia están sufriendo 
a veces demoras intolerables y, si yo he de llamar la 
atención sobre la administración, también he de hacerlo 
sobre los órganos jurisdiccionales, recalcando y poniendo 
de relieve que, a partir de la Constitución, las funciones y 
la competencia de ejecución les corresponde exclusiva y 
privativamente a ellos. Es evidente que en esta jurisdic- 
ción la colaboración de la Administración es a veces in- 
dispensable para dar amparo eficaz al ciudadano, pero 
ello no es óbice para que los jueces saquen toda la sus- 
tancia posible del artículo 117 de la Constitución, que 
naturalemente debe de tener, en la medida que la pru- 
dencia lo requiera, un efecto derogatorio sobre la Ley de 
1956. 

La jurisdicción laboral, manifestando una tendencia 
que puede decirse estable en lo que pudiéramos llamar el 
contencioso laboral propiamente dicho, está manifestan- 
do también un incesante incremento del contencioso que 
pudiéramos decir de prestaciones o derivado de presta- 
ciones de la Seguridad Social. Aquí hay dos puntos de 
inminente corrección. Los que corresponden a la Admi- 
nistración de Justicia están en este momento en estudio 
del Consejo. Los que corresponden a los organismos de 
los que dependen esas prestaciones deben ser igualmente 
puntual y urgentemente corregidos. El mismo defecto 
que se presenta en la administración respecto de la reme- 
sa de expedientes Ocurre aqui, motivando, muchas veces 
con justificación y otras sin ella, suspensiones de juicios 
que no deben ser toleradas. Se manifiesta, por otra parte, 
una litigiosidad a veces infundada, que naturalmente es- 
tá llevando casi al colapso al Tribunal Central porque, 
aunque los recursos sean infundados y muchas veces re- 
petidos, la labor de comprobación es una labor que no 
puede ser desatendida por la Administración de Justicia. 

Las actividades del Consejo, como se dice en la presen- 
tación de la Memoria, han tendido a la corrección, con 
los medios y competencias a su alcance, de estas disfun- 
ciones. Muchas han sido totalmente corregidas, como 
aparece en la Memoria, otras sustancialmente mejoradas 
y otras, como tambikn se dice paladinamente en el um- 
bral de este documento, no han podido serlo. Sin embar- 
go, la actividad del Consejo continúa y yo quisiera Ha- 
mar la atención de SS. SS. sobre aspectos generales en 
que esta actividad se manifiesta. En primer lugar, me- 
diante el despliegue de las potestades reglamentarias que 
hoy tiene el Consejo al amparo del artículo 5: de su Ley 
Orgánica constitutiva, tratando de corregir movilidad de 
funcionarios y tratando de agilizar los concursos de reso- 
lución, que ciertamente hubieran producido más eficacia 
si también se hubiera modificado en el mismo sentido la 
reglamentación del personal colaborador; las referencias 
están en la Memoria. Se ha hecho igualmente una políti- 
ca que pudiéramos decir menuda o cotidiana de comisio- 
nes de servicio para atender a los órganos más necesita- 
dos. Política que yo no llamaría en absoluto satisfactoria, 
urgida como es natural por las circunstancias, pero que 
debe tener su cauce de normalización de una manera 
mucho más estable. Se han establecido programas para 
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reducción de atrasos, y sobre ello proclamo que en mu- 
chísimos de los órganos aquejados de los mismos ha ha- 
bido colaboración incluso de los propios Presidentes de 
la Audiencia Territorial, que con un magistrado suplente 
y con algún otro magistrado han hecho Secciones de 
emergencia para resolver estos atrasos. Se han podido 
también desplazar unidades de personal colaborador pa- 
ra que se pusieran al día situaciones en las que el atraso, 
por razón de ausencia de funcionarios, había llegado a 
ser intolerable. Se han dado pasos de avance extraordi- 
nario no sólo en la implantación de la informática, sino 
en .la racionalización de la oficina judicial. 

Por tanto, este es un trabajo de estructura del funcio- 
namiento de la Justicia que resulta absolutamente indis- 
pensable para el segundo término de la Justicia que pro- 
mete la Constitución, es decir, la eficacia. A partir de este 
año se realizarán no sólo las visitas de inspección, de 
comprobación global del funcionamiento de la Justicia, 
sino visitas de inspección puntual en donde se puedan 
evaluar aspectos de tanto interés como es el orden de 
tramitación de los asuntos, el movimiento de las cuentas 
de consignaciones, el problema de los servicios de guar- 
dia en grandes poblaciones, con objeto de poder, natural- 
mente dentro del marco de la legalidad, atender con las 
competencias del Consejo al remedio de todos estos pun- 
tos. Naturalmente ello responde a la filosofía o, quizá, a 
las pautas generales de política del Consejo que se han 
propuesto desde siempre: solicitar más medios para la 
Justicia, pero aprovechar mucho mejor los medios que se 
tienen. Creo que con todo ello mi voz debe de callar, 
porque la proximidad, como. decia al principio, entre el 
documento y este acto no requiere ya sino la ilustración 
a través del subsiguiente debate. Por consiguiente. señor 
Presidente, por mi parte ha terminado la presentación. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Presi- 
dente. 

¿Grupos Parlamentarios que solicitan la palabra? 
(Pausa.) Voy a dar la palabra a los dos señores Diputados 
del Grupo Mixto que la han solicitado, sefior Pérez Rovo 
y señor Bandrés, y cuando termine el señor Presidente 
irá contestando por Grupos Parlamentarios. 

El señor Bandrés tiene la palabra. 

El señor BANDRES MOLET: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Señor Presidente del Consejo General del Poder Judi- 
cial, setiores Consejeros del Consejo General del Poder 
Judicial, setiores Diputados, una vez mAs, siendo el pri- 
mero que intervengo quiero agradecer al señor Presiden- 
te del Consejo General del Poder Judicial su presencia 
ante esta Comisión, la presentación de su Memoria y esta 
puntual comparecencia a la que ya ha hecho referencia 
el sedor Presidente del Congreso de los Diputados, que 
sitúa mucho más cerca del momento en que hablamos la 
presentación de la Memoria y, por tanto, permite que las 
cuestiones que planteemos sean mucho más inmediatas. 

Dicho esto voy a pasar lacónicamente a formular nu- 
merosas cuestiones y preguntas que me sugieren tanto la 

lectura de la Memoria como el discurso que ha hecho el 
señor Presidente. La primera cuestión que se me plantea 
es preguntar si el Consejo dispone de una estadística de 
procesos o diligencias penales que se hayan tramitado 
por denuncias hechas por torturas o, también, por apli- 
caci6n de la Ley de ahabeas corpus~.  

En segundo lugar, de la lectura de la Memoria, en sus 
páginas 51 y 52, me da la impresión para mí muy satis- 
factoria de que ha disminuido el número de asuntos que 
se despachan actualmente en la, Audiencia Nacional y, 
sobre todo, en la Sala de lo Penal en sus diferentes Sec- 
ciones. Con respecto a este punto desearía saber si se ha 
adoptado alguna medida de reducción de personal o de 
medios en consonancia con esta realidad. También rela- 
cionada con la Audiencia Nacional quiero hacer la si- 
guiente pregunta. En la Audiencia Nacional hay dos sa- 
las donde se celebran los juicios penales. Una de ellas 
está especialmente protegida con medidas de seguridad 
muy notorias, como son el distanciamiento entre los pro- 
cesados que se encuentran dentro de una especie de jaula 
de cristal, etcétera, pero no es en esta cuestión en la que 
estoy interesado. Lo que me preocupa es lo siguiente. 
Junto a la sala en concreto, de las dos que hay, existe una 
pequeña habitación'en cuya puerta pone .central TV y 
video.. Dentro, yo he visto aparatos muy sofisticados de 
grabación de los actos judiciales que allí se celebran y,  
además, está un funcionario uad hoc., que no sé de quién 
depende, pero que está ahí expresamente para eso. Mi 
pregunta es simplemente a quién está destinado el mate- 
rial que se graba tanto en video posiblemente, aunque de 
eso ya no'cstoy muy seguro. pero si desde luego en mag- 
netofón, de los debates que se producen dentro de la Sala 
de lo Penal. 

En tercer lugar, la Memoria presenta la situación de 
algunos órganos judiciales como de extraordinaria grave- 
dad. Creo que emplea exactamente esta impresión, que 
implica por el retraso y acumulacion de asuntos una real 
eg la práctica negación de la Justicia o, por lo menos, 
una ineficacia de la Justicia. Sirvan de ejemplo los Juz- 
gados de Primera Instancia e Instrucción o de Distrito de 
Linares, Motril, Fuengirola, Villajoyosa. la Audiencia 
Provincial de Cádiz, la Sala de lo Civil de la Audiencia 
Territorial de La Coruña y algunos otros. Además de la 
estadística numbrica que ofrece la Memoria. yo quisiera 
conocer las causas de esa situación, si se debe a falta de 
medios. si son actuaciones irregulares y, en su caso, las 
medidas urgentes y eficaces. supongo. que se hayan 
adoptado y tambien en su caso las responsabilidades que 
se hayan exigido. 

En cuarto lugar, de la lectura de la página 50 de la 
Memoria se deduce que se encuentra en especial situa- 
ción de exceso de trabajo la Sala 11 del Tribunal Supre- 
mo, que es la Sala de lo Penal. Pregunto qué medidas o 
petición de medios se han previsto para solucionar este 
grave problema. A propbsito de la provisión de medios, 
me gustaría conocer una declaración expresa y pública 
del Consejo, si es que no se ha hecho ya, de como respon- 
de el Ministerio de. Justicia a las propuestas y peticiones 
del Consejo que se hacen en este orden. y si no se produce 
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esa respuesta satisfactoria, también. Me da la impresión 
de que la Memoria no deja este punto excesivamente 
claro. 

En las páginas 11 y 220 de la Memoria se emplea la 
expresión transparencia en cuanto al funcionamiento del 
Consejo General del Poder Judicial. Sin embargo, yo creo 
que no se ofrece a la opinión pública una información 
suficiente sobre las actividades del Consejo. Por ejemplo, 
cuando se celebran plenos y se adoptan acuerdos sólo en 
pocos casos se da una información a los medios de comu- 
nicación, y esta información se refiere, generalmente, a 
noticias de algún nombramiento o se proporciona alguna 
nota en algún caso aislado y muy especial que ha llama- 
do la atención. Sin embargo, en la opinión pública hay 
rumores, hay filtraciones, hay impresiones sobre acuer- 
dos que no se conocen y sobre discrepancias en el seno 
del Consejo. Yo creo que la información del orden del día 
de los plenos, de los acuerdos y de las discrepancias PO- 
drfa ser más regular y completa y, además, creo que ello 
serfa compatible con el secreto de las deliberaciones. Me 
gustaría conocer la opinión del señor Presidente a este 
respecto. 

Tampoco se alude en la Memoria a una práctica que es 
muy vieja, pero que, desgraciadamente, sigue siendo ac- 
tual. Me estoy refiriendo a lo que aquí en Madrid llaman 
la aastillau. En Euskadi no se llama así. pero me estoy 
refiriendo a la nastillau o corrupción. 

Por otro lado, hay una cuestión que se me ha plantea- 
do. Yo he hablado con algunos jueces v me parece muv 
legitima su preocupación porque cuando llegue el mo- 
mento de su jubilación no solamente van'a pasar a la 
situación pasiva, que nunca es excesivamente agradable 
para hombres con una actividad tan interesante, supon- 
go yo, como es administrar justicia, pero hay una preocu- 
pación complementaria y muv legitima respecto a que 
sus ingresos reales se va a ver muv notoriamente reduci- 
dos. Yo me pregunto qué pasa o cómo funciona esto; que 
Ocurre con la Mutualidad -me parece que se llama así- 
de funcionarios judiciales que complementaria la cifra 
que cada juez recibe al jubilarse como clase pasiva. Por- 
que mirando las cuentas que los procuradores nos traen 
a los abogados en ejercicio, si se fija uno en ese detalle en 
el que vo no me había fijado hasta recientemente, el im- 
porte en los litigios judiciales, en los asuntos civiles so- 
bre todo, es importante; a veces suele alcanzar hasta el 
50 por ciento de la tasa judicial. Yo me pregunto cómo se 
administra ese dinero, dónde está ese dinero, quC pasa 
para que se complemente tan deficientemente a los fun- 
cionarios judiciales cuando llega el momento de su jubi- 
lación. 

En la página 210 de la Memoria se da una estadistica 
numkrica de los expedientes disciplinarios, pero me pa- 
rece que faltan algunos datos como, por ejemplo, qué 
sanciones se han impuesto, si ha habido casos graves y si 
ha habido casos de separacibn del servicio. 

Finalmente, me quedan un par de preguntas más v va 
termino. La primera es la siguiente: ¿Concede subvencio- 
nes el Consejo? Esta pregunta tiene su razón. No es una 
pregunta hecha a humo de pajas. En la página 186 de la 

Memoria se habla de que se ha encargado a la Asociación 
Profesional de la Magistratura, o a alguna comisi6n aad 
hoc. de esta Asociación, la prestación de trabajos de in- 
vestigación o de información. Yo pregunto: jse han paga- 
do esos trabajos? ¿No le parece al señor Presidente que 
esto puede damos la impresión a los ciudadanos de qut 
se trata de unas subvenciones encubiertas y,  además, a 
una determinada asociación profesional, no a otras? 

Finalmente, el concierto entre la Tesorería de la Segu- 
ridad Social y los magistrados de Trabajo, que retribuye 
al personal de la Magistratura, además de sus sueldos 
normales como funcionarios judiciales, con un porcen- 
taje de la recaudación, jno le parece al señor Presidente 
que empaña mucho la imagen de la independencia de 
esos órganos? 

Estas son mis preguntas, señor Presidente. Muchas 
gracias. 

El señor PRESIDENTE: El señor Presidente va a con- 
testar al señor Bandrés. 

El señor PRESIDENTE DEL CONSEJO GENERAL 
DEL PODER JUDICIAL (Sainz de Robles Rodriguez): 
Son, si no he contado mal, doce preguntas. Voy a tratar 
de respondérselas casi telegráficamente. 

El Consejo no ha elaborado una estadfstica por tortu- 
ras, porque la tortura la ha encuadrado en la estadística 
del tipo penal que corresponda. Las denuncias por tortu- 
ra no se harían al Consejo primordialmente, sino al órga- 
no juridicial correspondiente. 

En cuanto al ahabeas co~pusn, su vida es tan efímera 
que yo no podría decirle ahora, hasta la Memoria de 
1985, el resultado que daría, pero por supuesto ya se ha 
pensado en hacer una evaluación de esta Ley desde el 
punto de vista con que se ha hecho el de los procesos 
matrimoniales y el de esas causas especiales que siempre 
se recogen en la propia Memoria. 

La Audiencia Nacional ha experimentado en el curso 
actual una disminución de los asuntos penales, pero no 
se ha pensado en la reducción de personal por la sencilla 
razón de que un solo año no es suficiente para medidas 
de luego difícil restauración. Naturalmente, si se mantu- 
viera el decrecimiento de la curva habría de pensar, den- 
tro de esa política de redistribución de medios, en hacer- 
lo. En estos momentos creo que sería prematura una re- 
ducción que el ado siguient? podía revelarse como antici- 
pada. 
Yo no sé, para contestarle al señor Diputado, si en la 

que se llama habitualmente sala acorazada, protegida o 
blindada de la Audiencia Nacional se emplea ese salonci- 
to de televisión v video. Pero el señor Diputado sabe que, 
dentro de la libertad que el Consejo deja a los órganos 
iurisdiccionales para que decidan ellos, teniendo en 
cuenta que no solamente se trata de un problema juris- 
diccional, sino de intimidad y de imagen de las personas 
que intervienen en los juicios, les deja con plena libertad 
que introduzcan las cámaras y los medios de difusión 
necesarios, porque entiende el Consejo que no hay posibi- 
lidad de una norma restrictiva ni de una norma permisi- 
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va, sobre tado por le que le decía, porque no M trate sólo 
del Tribunal, sino de las personas que intervienen, cuyo 
honor e intimidad les pertenece exclusivamente a ellos. 
Lo que sí le puedo afirmar es que, en el caso de que se 
hayan producido grabaciones visuales o auditivas de los 
juicios, no han tenido más difusión que la autorizada por 
el Tribunal y jamPs se han empleado para actividades 
que no fueran estrictamente jurisdiccionales. 

Me ha preguntado por algunos órganos concretamente, 
de los que yo he tomado nota. Si me he dejado alguno 
luego contestaré, porque puedo responder puntualmente 
a todos. En Motril ha habido, efectivamente, un retraso y 
se ha adoptado la medida de no solamente seguirlo por 
la Inspección, sino incluso de reforzar con personal auxi- 
liar. El problema del Juzgado de Linares es distinto. Ahí 
ha habido responsabilidad de juez y secretario. Indepen- 
dientemente de la apertura de un expediente ya termina- 
do, cuyo resultado le daré al contestar a otra pregunta 
que se refiere en general a sanciones, se ha dispuesto por 
la Audiencia Territorial de Sevilla, la prórroga de juris- 
dicción para que eliminasen el atraso imputable, esta 
vez sí -salvando todos los respetor a un posible recurso 
jurisdiccional de los sancionados-, a un juez y a un 
secretario. 

El problema de Cádiz es un problema más bien de 
número, ciertamente producto de, como sabe perfecta- 
mente el senor Diputado, hechos relacionados con el trá- 
fico de droga realizados dentro de la provincia de Cádiz. 
Esto ha producido coyunturalmente un incremento es- 
pectacular de asuntos penales. Se creó la Sección 3: en 
Cádiz y esperamos que este hecho coyuntural disminuya 
la situación en que hoy se encuentra la Audiencia, que 
tiene un añadido ciertamente molesto para la Adminis- 
tración de Justicia, que es el desplazamiento a Ceuta, 
con lo cual la maquinaria judicial, los días que han de 
desplazarse el fiscal y los funcionarios, ha de sufrir una 
paralización. Creo que el problema de Ceuta habd de 
resolverse en la Ley Orgánica dotando a esta ciudad de 
los medios judiciaics necesarios, pero el problema de Cá- 
diz es un colapso de asuntos motivado por causa coyua- 
tural, que podría ser a la inversa del de la Audiencia 
Nacional, es decir, esperar a ver se la curva decrecía, 
porque de no decrecer naturalmente la Audiencia habrá 
de reforzarse. 

La CoruM tenía en una de las salas de lo Civil -no 
recuerdo cuál de ellas- un retraso considerable de asun- 
tos. En el año 1983, y sobre todo en el ano 1984, este 
retraso se ha reducido y es uno de los casos en que el 
propio Presidente de la Audiencia Territorial ha preetado 
su colaboración personal para llevar ponencias y resolver 
temas. Estamos en vísperas de que este problema serio 
que tenfa La Corufia se resuelva. 

En cuanto al Juzgado de Fuengirola, juzgado de un 
gran retraso, ha motivado recientemente un Decreto de- 
esta Presidencia acordando la apertura de un expediente 
disciplinario al titular anterior. No sé, pues, cuál va a ser 
el resultado de este expediente, pero sí hay indicios de 
que ha habido falta de laboriosidad de dicho titular. 

Si sobre alguno de los órganos puntuales que me ha 

citado necesita más iaformack, inuirto, se la puedo dar 
al final. 

La Sala 11 del Tribunal Supremo, como habrá leído el 
señor Diputado, está en una situación realmente difícil, 
porque 5.544 asuntos en una Sala del Tribunal Supremo 
me parece que es una cifra que desborda toda posibili- 
dad de planteamiento. Se ha pedido el refuerzo de perso- 
nal auxiliar y de hecho se ha contado y se cuenta con la 
colaboración de dos magistrados jubilados de dicha Sala, 
a los que se les ha adscrito por la fórmula del magistrado 
suplente. Por tanto, dos personas en perfecta actividad, 
en perfecta capacidad y ea perfecta disposicih y ánimo 
de trabajar, que llevan ponencias como los demás, supo- 
nen un refuerzo considerable de la Sala. Naturalmente 
que, con la modificación del Código Penal y el estableci- 
miento casi como delito tipo de un delito menor repemu- 
tiera sobre todo en los recursos de casación, se podría 
soportar el trabajo de la Sala 11 con refuerzo de personal 
auxiliar igualmente solicitado. Si continuara este núme- 
ro de asuntos es absolutamente indispensable incremen- 
tar la plantilla de magistrados de la Sala 11. 
Los presupuestos de 1983, sobre todo en medios de 

funcionamiento de la Justicia, y los de 1984, perfecta- 
mente analizados en el capitulo correspondiente de la 
Memoria, han sido de los presupuestos mas generosos 
que este Residente conoce desde su época no de Presi- 
dente, sino de magistrado. Esto, que lo he pmlamado 
muchas veces, me urge hacerlo otra vez más. El gran 
problema que existe no es, por tanto, de falta de respues- 
ta, ni siquiera en los planteamientos ya más ordenados y 
serios que para el próximo cuatrienio se propugnan en 
esta Memoria. El problema que a esta Presidencia y al 
Consejo les ha preocupado siempre no es esta evidente 
generosidad, sino el orden, las prioridades en la gestión. 
Esa es la razón por la que el Consejo ha propugnado el 
establecimiento de un plan de necesidades de la Justicia 
y un plan de distribución racional. 

Con todo y con ello, con los presupuestos de 1983 -y 
ya le hablo en mi calidad de Residente del Tribunal 
Supremo- se ha podido informatizar el Tribunal Supre- 
mo, se ha podido -y perdón por la palabra, pero la digo 
con absoluta conciencia de lo que digo- adecentar el 
Tribunal Supremo, poner la biblioteca al día y moderni- 
zar de material todas las secretarias para que, dentro de 
las posibilidades que permite ese edificio (como usted 
sabe absolutamente insuficiente, pese a su enorme di- 
mensión espacial para distribuirlo razonablemente), el 
más alto Tribunal de la nación pueda presentar una ima- 
gen decorosa y digna. El problema sigue subsistiendo. La 
generosidad está puesta de manifiesto, pero el problema 
sigue existiendo en cuanto que la dotacion de los medios 
resulte de un plan y su distribución corresponda a un 
análisis riguraso de prioridades. 

En cuanto a la publicidad dc los actos del Consejo, 
dice el señor Diputado que pedirla más transparencia en 
algunos de ellos, más información y que, a su entender, 
esto no pugna con -el secreto de las deliberaciones. Yo 
respeto mucho su opinibn, pero entiendo que sí. De todas 
maneras éste es un tema que la prhxima ley recogera. 
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Por supuesto, entiendo que todos aquellos temas sobre 
los cuales el #Boletín del Consejov, que se edita mensual- 
mente, o la revista *Poder Judicialv o los comunicados 
de prensa parezcan insuficientes, todos aquellos acuer- 
dos que no esten .afectados por el secreto, que yo entien- 
do que sí existe, de las deliberaciones, independiente- 
mente, insisto, de la solución que se dé, no hay inconve- 
niente alguno en hacerlos públicos. 

Problema de las corruptelas y de la .astillan. Creo que 
el setior Diputado, que es un prestigioso abogado en ejer- 
cicio -y con ello no le digo ningún piropo porque es 
notori-, sabe perfectamente que la erradición de este 
problema depende a i n  casun de la colaboración del pcr- 
sonal judicial y también de los profesionales que acuden 
a los juzgados. Entiendo que, de hecho, la colaboración 
puntual de todos estos profesionales erradicaría la uasti- 
Ilan. Pero creo que hay causas más profundas, y una es la 
propia organización judicial. Por ejemplo, en Magistratu- 
ras de Trabajo donde existe colapso de trabajo normal- 
mente no existe esta corruptela; posiblemente la inme- 
diación del jutz la elimina. La inmediación no solamente 
es que de hecho no se pueda cumplir, como sabe muy 
bien el señor Diputado, es que la propia Ley de Enjuicia- 
miento Civil, antes de la reforma actual, no propicia esa 
inmediación. 

Por otra parte, y dejando el entresijo de las normas 
procesales, hay una cosa eminentemente clara, y es que 
en la anacrónica y absurda demarcación que tenemos, 
donde los órganos judiciales funcionan con los módulos 
de trabajo convencionales del Consejo, o razonablemente 
accptabales, esta corrupción no se produce, y se viene a 
radicar en aquellos sitios donde los órganos jurisdiccio- 
nales están fuera de sus posibilidades. Consiguientemen- 
te, podría decirle al señor Diptuado que, con independen- 
cia de estas inspecciones puntuales, que por acuerdo del 
Consejo del mes de ,junio se empiezan ya a realizar, de 
examen de orden en las tramitaciones, de orden de des- 
pacho y de organización de la oficina judicial, con inde- 
pendencia de esto, en el momento cn que la demarcación 
fuera razonable y,  por supuesto, en el momento que hu- 
biera una colaboración decidida de los profesionales con 
el órgano judicial, la uastillan o la corruptela se erradica- 
ria. 

Me plantea el problema de la jubilación de los magis- 
trados en punto a la mutualidad. Señor Bandrks, yo creo 
que es un poco exagerado decir que en las tasaciones de 
costas el 50 por ciento corresponde a pólizas, salvo que 
se refiera a las pólizas de los letrados y procuradores 
tambikn; me seguiría pareciendo desproporcionado. Pues 
bicn, la mutualidad hasta ahora, si no con la holgura que 
algunos magistrados pudieran, o pudi6ramos apetecer 
como complemento de la pensión de clases pasivas del 
Estado, si ha venido Suncionando como un complemento 
satisfactorio, sobrc todo de los problemas quc son más 
urgcntcs. quc son los dc las viudas, que creo que tienen 
una prioridad obvia sobrc el tema del magistrado jubila- 
do. 

Pero aqui se pucdc plantear un problema que cscapc a 
la mutualidad. Sc pucdc plantear el problema, primero, 

de que la Ley de Presupuestos, como en el proyecto de la 
del alio pasado, estableciera una limitación cuantitativa 
- q u e  luego se matizó y que ha permitido que la mutua- 
lidad siga funcionando este atio como ha venido funcio- 
nando hasta ahora- y,  segundo, que si en el caso de los 
magistrados como en el de los restantes funcionarios pú- 
blicos, la edad de jubilación se reduce, las prestaciones 
de la mutualidad, mediante las aportaciones voluntarias 
de los mutualistas, sí pueden llegar a plantear un grave 
problema. Con todo, creo que no es s610 un problema de 
los magistrados, sino de los funcionarios en general: 

Expedientes disciplinarios. Hay una relación numérica 
-y le puedo facilitar ahora mismo al seiíor Bandrés el 
resultado puntual- me parece que de las sanciones im- 
puestas a magistrados. Voy a omitir los nombres. A un 
magistrado, sanción de reprensión cualificada y dos me- 
ses de pérdida de empleo y sueldo, pendiente de recurso 
ante el Tribunal Supremo; al mismo magistrado, por he- 
chos simultáneos pero distintos, sanción de reprensión 
cualificada y tres meses de pérdida de empleo y sueldo. 
Sanción de apercibimiento a magistrado también, sus- 
pensión de empleo y sueldo por un ano, pendiente de 
recurso ante el Tribunal Supremo, A juez, suspensión de 
empleo y sueldo por un afio, pendiente de recurso con- 
tencioso-administrativo ante el Tribunal Supremo. Se- 
cretarios, advertencia, reprension simple. Resueltos con 
sanción ya en 1984, a magistrados, suspensión de empleo 
y sueldo. No me consta si se ha interpuesto recurso con- 
tencioso-administrativo. A magistrada de trabajo, repre- 
sensión cualificada con pérdida de un mes de empleo y 
sueldo. A jueces, entre ellos está el Juez de Linares, seis 
meses de suspensión de empleo y sueldo, pendiente de 
recurso ante el Tribunal Supremo, reprensión simple. Y 
a secretarios, ocho días de pérdida de remuneración y 
propuesta al Pleno, de 13 de septiembre, de separación 
de ser\*icio. Sobre jueces de paz, separación, propuesta 
de separacion pendiente de terminarse y ,  ya en 26 de 
septiembre de 1984, también separación. 

El Consejo no puede conceder subvenciones. Los tra- 
bajos que ha encargado a la Asociación Profesional de la 
Magistratura, como a otras entidades, por ejemplo al 
Centro de Investigaciones Sociológicas y a participantes 
en recientes encuestas sobre la litigiosidad en España y 
en el mundo entero. han sido encargos de trabajo pun- 
tual. En este momento, como sabe el señor Bandrks, no 
hay más que una Asociación Profesional de la Magistra- 
tura, pero evidentemente el mismo criterio se emplearía 
para todas las que hubiera, incluso aunque no estuvieran 
constituidas en asociaciones, porque se trata de encargos 
de trabajo que pasan a ser propiedad del Consejo y que 
se difunden y publican en interés de todos los que pue- 
dan manifestarlo sobre los problemas tratados. 

El concierto entre la Tesoreria de la Seguridad Social y 
las Magistraturas de Trabajo, como sabe perfectamente 
el señor Bandrtis, es anterior a la constitución del Con- 
sejo. Esto arranca de una autorización legal, no sk si es 
de la Ley de 1980 o del Decreto-ley de 198 1 -perdóneme 
si las cifras no las manejo ahora con rigor-, la cual, con 
amparo según pretende esta disposicihn en el articulo 
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117 de la Constitución, que permite a los juzgados y tri- 
bunales realizar funciones no jurisdiccionales en garan- 
tía de derecho y amparadas en una ley, venía ya  de anti- 
guo. No puede empañar esto, en absoluto, la integérrima 
conducta de los magistrados de trabajo, pero lo que sí 
puede originar es una falta de información de estos te- 
mas. Precisamente a ello responde una iniciativa legisla- 
tiva que el Consejo formuló al Gobierno, a través del 
Ministerio de Justicia, para que todas las cantidades per- 
cibidas por jueces y magistrados en el desarrollo de estas 
funciones, por ejemplo, participaciofi en jurados de ex- 
propiación, participación en juntas electorales, partici- 
pación en temas de concentración parcelaria, todas esas 
cantidades fueron a un concepto presupuestario a dispo- 
sición de todos los ciudadanos, y luego se produjera un 
reparto equitativo que, teniendo en cuenta el desarrollo 
personal de la función y al mismo tiempo la repercusión 
que sobre los otros órganos produjera esta dedicacih, 
pudiera garantizar la transparencia de estas retribucio- 
nes y, sobre todo, la puesta a disposición del ciudadano 
dc qué es lo que se percibe, cómo se cobra y por quién se 
cobra. Pero el Consejo ya no puede llegar a más, ni puede 
intervenir en el concierto vigente desde antes de su cons- 
titución, ni puede como es natural pasar de una iniciati- 
va legislativa, que por ahora está en su artículo 3:, de 
proponérsela al Gobierno. Esta iniciativa se tomó, se do- 
cumentó y se transcribió en el Boletín Oficial del Con- 
sejo, y este organismo no ha vuelto a saber nada de ella. 

Con esto me parece que, mejor o peor, las doce pregun- 
tas han quedado contestadas. 

El señor PRESIDENTE: El señor Pérez Royo tiene la 
palabra, en los cinco minutos que le quedan de las inter- 
venciones de su Grupo Parlamentario. 

El señor PEREZ ROYO : Señor Presidente del Congre- 
so de los Diputados, señor Presidente del Consejo del 
Poder Judicial, señoras y señores Diputados, quiero en 
primer lugar sumar mi satisfacción a la que ha expresa- 
do el señor Presidente del Congreso por la celebración de 
este acto de colaboración entre poderes constitucionales 
y por la puntual comparecencia del Presidente del Con- 
sejo, cuatro meses escasos después de la anterior compa- 
recencia. 

A continuación voy a expresar, muy lacónicamente 
también porque así lo requiere el tiempo, las observacio- 
nes que tendrfa que hacer a la Memoria y a la presenta- 
ción que de la misma ha hecho el señor Presidente del 
Consejo del Poder Judicial. 

En primer lugar, querrta decir que me ha llamado un 
poco la atención cómo en las primeras páginas de la 
Memoria se presentan determinadas materias, podría- 
mos decir, como triunfo, entre comillas, del Consejo del 
Poder Judicial, fundamentalmente de dotación de mate- 
riales, sobre demarcaciones, sobre creaciones de juzga- 
dos, sobre dotación presupuestaria, edificios, etcétera, 
que de suyo si son triunfos, v vuelvo a poner la palabra 
entre comillas, en la medida en que sean triunfos o fraca- 
sos lo serían del Ministerio v n o  dcl Consejo, aunque 

ciertamente hay que reconocer el elemento de impulsb 
que pueda haber desarrollado el Consejo en este sentido 
para la diligencia de la actividad del Ministerio. 

En segundo lugar, quería hacer también una observa- 
ción que ya hice en otra ocasión al señor Sainz de Ro- 
bles, y es en relación a una contradicción que a mi juicio 
existe entre planteamientos de la necesidad de efectivos 
de personal, el problema de la dotación de plantillas or- 
gánicas presupuestarias, nivel de cubrimiento podríamos 
decir de esas plantillas, y el contraste con lo que podría- 
mos calificar casi de fracaso del sistema de oposiciones, 
para efectuar una adecuación entre las dotaciones de es- 
tas plantillas y el efectivo cubrimiento de estos cargos. 
Incluso el propio Consejo en la Memoria reconoce la difi- 
cultad, dice u la práctica inviabilidad», de cubrir eficaz- 
mente la dotación de más de mil plazas de juez que se 
plantean para los Presupuestos de 1985. 

En relación con esto, la pregunta que yo plantearía es 
si no ha pensado el Consejo combinar el sistema de opo- 
siciones con el sistema de concursos, para intentar paliar 
al menos el relativo fracaso del sistema de oposiciones 
del cuarto turno o si por el contrario, como se piensa en 
sectores de la sociedad, sigue existiendo una reticencia 
hacia el cuarto turno por parte de sectores de la carrera 
judicial, y en cierta medida también por parte del Con- 
sejo. 

La tercera pregunta que tenía planteada ya ha sido 
contestada en gran parte por el señor Sainz de Robles en 
la interwción anterior. Se trata del tema de las retribu- 
ciones. He leído con atención la referencia que se hace en 
la Memoria, página 166 si no recuerdo mal, a una inicia- 
tiva legislativa del Consejo para que se regule el tema de 
las percepciones por funciones no jurisdiccionales. Estoy 
totalmente de acuerdo con las manifestaciones que ha 
hecho el señor Presidente del Consejo en su anterior in- 
tervención, pero lo que querría es preguntar si en el mo- 
mento actual, en el estado actual, incluso a falta de esa 
iniciativa legislativa que yo  suscribo plenísimamente, 
podríamos tener alguna información, aunque sea suma- 
ria, aunque sea grosera por asi decirlo, sobre que tipo de 
retribuciones tienen esas funciones jurisdiccionales de 
las que el señor Presidente ha dado algunos ejemplos 
-ha hablado también de la participación en juntas elec- 
torales y algún otro-, cuáles son las que constituyen el 
grueso de estas retribuciones, cuál es s u  cuantía global y 
qué criterios de distribución existen. No sé si, como digo 
a falta de esa iniciativa legislativa, puede el senor Presi- 
dente del Consejo adelantar algo. 

La cuarta observación también se ha planteado en 
otras ocasiones, y se refiere al tema del control de la 
actividad de lo que pudiéramos llamar, entre comillas 
una vez más, la productividad de los órganos jurisdiccio- 
nales. Efectivamente salta a la vista una serie dc contras- 
tes importantes en los cuadros estadísticos que aparecen 
en la Memoria. Por poner un ejemplo, en las Salas de lo 
Contencioso de la Audiencia Nacional se observa lo si- 
guiente. Las Salas 111 v V resuelven cada una de ellas 
1 A68 casos la primera y 2.01 1 la segunda; mientras que 
la Sala 1 produce únicamente 782; la Sala 11, 415, y la 



- 6573 - 
COMISIONES 10 DE OCTUBRE DE 1984.-N0~. 217 

Sala IV, 407. Hay una reración hasta de 1 a 5 entre la 
Sala que podríamos decir menos productiva y la más 
productiva, y en todo caso hay un contraste considerable 
entre las diferentes salas. 

El Juzgado de Primera Instancia número 13 de Barce- 
lona ha resuelto 86 casos, y el Juzgado de Primera Ins- 
tancia número 2, igualmente de Barcelona, ha resuelto 
388. El Juzgado de Primera Instancia número 1 de Barce- 
lona tenía al acabar el ano 3.570 asuntos pendientes, 
mientras que el Juzgado número 5 tenía 353. Es decir, 
hay un Juzgado que está lleno de trabajo, que no resuel- 
ve los temas, y otro que en cambio está prácticamente al 
día. 

Podría continuar con muchísimos ejemplos, pero he 
puesto únicamente algunos para demostrar lo que está 
sucediendo. Es posible que en algunos casos existan razo- 
nes de vacante temporal en un Juzgado durante el ano, 
pero el problema es si la propulsión enorme de casos que 
se preesentan en la Memoria tienen todos una explica- 
ción tan sencilla como ésta, o si, por el contrario, puede 
haber otras causas de disfunciones o disparidades en la 
celeridad de la Administraci6n de Justicia. 

Otra observación que quería hacer era la relativa al 
tema del ejercicio de la potestad reglamentaria. Me ha 
llamado la atención c6mo en algunas materias de las que 
se citan en cuanto a ejercicio de la potestad reglamenta- 
ria por parte del Consejo -y no discrepando yo perso- 
nalmente de la sustancia o contenido de las normas que 
ha producido el Consejo en esta materia- el que se ex- 
tienda la potestad reglamentaria a materias que de suyo 
entiendo que no son de tal potestad reglamentaria, sino 
que son de reserva de ley, como es, por ejemplo, la regu- 
lación en materia de concursos, o en materia de demar- 
caciones en relación a juzgados de vigilancia, materias 
en las que, insisto que sin discrepar, incluso compartien- 
do el fondo del asunto, me ha llamado la atención lo que 
podríamos llamar extralimitación a mi juicio de potes- 
tad reglamentaria. 

Finalmente, pero de ninguna manera en Último lugar 
en cuanto a importancia, el tema de la potestad discipli- 
naria del que tambiin se ha hablado.anteriormente. Que- 
rría que el señor Presidente aclarara a qué tipo de infrac- 
ciones son las que se han sancionado y qué tipo de san- 
ciones se han puesto. Ya en la anterior intervención, el 
señor Presidente del Consejo ha indicado cuáles son las 
sanciones impuestas en los supuestos que se describen en 
la Memoria. Pero lo que vo querría preguntar es que tipo 
de infracciones son las que han motivado esos expedien- 
tes con sanción, porquc en la Memoria se establece una 
tipologia general de dcscripcicjn de las sanciones, de las 
denuncias más comunes que se producen al Consejo. Yo 
querría que precisara en concreto qué infracciones son 
las que han motivado esas sanciones a que se ha referido 
el señor Presidente dcl Consejo en su intervención ante- 
rior. 

Por último, v siempre dentro de la potestad disciplina- 
ria, también querría haccr una pregunta puntual, como 
ahora se dice, en relación a un tema del cual hemos ha- 
blado en otras ocasiones con el señor Presidente. Es el 

tema del expediente disciplinario a los jueces Var6n Co- 
bos y Rodrlguez Hermida. Son nombres que en la medi- 
da en que están en la opinibn pública no creo que valga 
la pena silenciarlos, a diferencia de las anteriores, que 
naturalmente aplaudo la discreci6n del Presidente al si- 
lenciar los nombres de los magistrados sancionados. 

La pregunta es si se ha suspendido el expediente abier- 
to a estos jueces al plantearse la cuesti6n jurisdiccional, 
al estar el asunto *sub judicem, aunque sea un poco re- 
dundante hablar de *sub judicen en este caso. iSe ha 
suspendido? Porque a mi juicio, y no existiendo en esta 
materia prohibición de *bis in idemn, no habría razón 
- e s t e  es mi criterio- para haber suspendido este expe- 
diente disciplinario. 

Otro tema concreto es el de si el Consejo se ha plantea- 
do alguna medida disciplinaria, parece que no, en rela- 
ción con un tema que ha producido una justificada alar- 
ma e indignaci6n en la opinión publica, como es el su- 
puesto del juez de vigilancia que ha otorgado el segundo 
grado, que posibilita permisos de fin de semana y hasta 
de siete días, en contra del criterio expresado por la Di- 
rección General de Instituciones Penitenciarias, a un re- 
cluso como García Juliá, condenado por múltiples asesi- 
natos y que tiene en su haber penitenciario un intento de 
fuga con intimidación a funcionarios en la prisión de 
Ciudad Real. 

Se trata de un tema que ha suscitado alarma, y en 
ciertos sectores de la opinión pública auténtica indigna- 
ción. Con el máximo respeto al Consejo General del Po- 
der Judicial, este Diputado tiene que expresar también 
su sorpresda por el hecho de que ante el planteamiento 
de este tema 'a la opinión pública y ante la denuncia 
pública del mismo, el Consejo General replicara con una 
nota en la que, a mi juicio, se limitaba a la defensa cor- 
porativa de los jueces de vigilancia con el sorprendente 
traslado de la culpa a los letrados: la nota del Consejo 
decía que los letrados no han interpuesto recurso, cuan- 
do el Consejo sabe perfectamente que los letrados no re- 
ciben notificaciones de estas medidas. 
Yo quería constatar el juicio del Presidente del Consejo 

tanto sobre el hecho en si de la actuación del juez de 
vigilancia a que me he referido como sobre el plantea- 
miento que acabo de hacer en relación a esta reacción 
del Consejo que S. S. preside. 

Reitero nuevamente mi agradecimiento v mi satisfac- 
ción por la celebración de este acto. 

El senor PRESIDENTE: Estando presentada la Lev Or- 
gánica del Poder Judicial ante esta Cámara, no procede 
que el señor Presidente manifieste ninguna opinión sobre 
el tema del cuarto turno. Con relación al resto, puede 
contestar como le parezca. 

El señor PRESIDENTE DEL CONSEJO GENERAL 
DEL PODER JUDICIAL (Sainz de Robles): Si el Presi- 
dente me lo permite vo vov a eludir el tema porque creo 
que no se trata de la Lev Orgánica del Consejo: incluso 
quiero eludir la mención al proyecto de Ley Orgánica; si 
sale de mis labios será por puro ulapsusn, porque aquí 
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estamos en otro tema. Esa pregunta conduce a otra cues- 
tión que no se refiere a este proyecto normativo y,  si me 
lo permite el señor Presidente, sí voy a contestar a esta 
última. 

El señor Pérez Royo, como siempre, plantea alguna de 
sus cuestiones a un nivel doctrinal con las que yo voy a 
tener que decir -como en alguna ocasión anterior- que 
hay una discrepancia evidente; pero si le parece oportu- 
no, para que el debate sea eficaz, vamos a traer estos 
temas doctrinales más a ras de tierra, es decir, al del 
funcionamiento de la justicia. 

Si en las páginas de la Memoria hay algo que sobie 
creación de juzgados y tribunales suene a triunfo de 
quien sea, habrá que tomarlo como un eufemismo a reti- 
rar porque al Consejo sí le cabe el que esa creación -no 
todas, pero la mayor parte de las creaciones que allí se 
exponen- ha sido consecuencia de los datos suministra- 
dos precisamente por el servicio de inspección. No creo 
que sea triunfo del Consejo ni del Gobierno, ambos están 
cumpliendo una urgente obligación respecto de la sacie- 
dad española, todo lo contrario al triunfo, y habría que 
recordar al Consejo y al Ministerio que todavía no se han 
puesto dedos en llagas sangrantes. Con todo, habrá ob- 
servado el señor Pérez Royo que en la Memoria se relata 
también el hecho de que no se ha puesto en funciona- 
miento juzgados creados en número de 52 y algunos des- 
de la Ley de 1982. Vamos a retirar el tema del triunfo y a 
ver la realidad descarnada cómo es. 

En el segundo tema voy a eludir todo lo relativo al 
planteamiento de la Ley Orgánica. He de decirle al señor 
Pérez Royo que en lo que se refiere al personal auxiliar 
-único del que me voy a ocupar por estas razones- no 
existe en la actualidad una plantilla orgánica, existe una 
plantilla presupuestaria y una plantilla más o menos 
aproximada de cada órgano jurisdiccional. El Consejo, 
poco tiempo después de constituirse, propugnó que para 
evitar el gravísimo problema, muchas veces injusto, de 
las interinidades se descentralizaran estas oposiciones 
por Audiencias Territoriales - q u e  se ha conseguido- y 
que al mismo tiempo fuera una oposición permanente- 
mente abierta, de suerte que en cada Audiencia Territo- 
rial hubiera el número de oposiciones necesrias para que 
no existieran interinidades. Se encontró con que no ha- 
bía una plantilla orgánica general, y en este momento 
todavía no se sabe el número de vacantes orgánicas que 
corresponden a cada territorio. Yo comprendo que ése es 
un tema muv difícil, pero es urgente de resolver. Sí quie- 
ro decirle al señor Pérez Royo que no menos de veinte 
veces desde que se constituyó el Consejo lo ha intentado 
por su parte, aportando datos para construir una auténti- 
ca plantilla orgánica de las actuales necesidades del per- 
sonal colaborador, único al que me voy a referir por no 
rozar este otro tema que en este caso no estaría #SU iudi- 
cen, sino #sub legislatoris.. 

En cuanto a las retribuciones extrajurisdiccionales yo 
lamento que sea una pregunta de sorpresa a la que 110 

pueda contestar con la precisión que quisiera, puesto que 
se ha referido a cuantías que vo no conozco. Todas las 
retribuciones, tanto las que se perciben por ministerio de 

actividades electorales, participación en juntas de expro- 
piación, participación en los antiguos tribunales de con- 
trabando, participación en antiguas juntas de concentra- 
ción parcelaria, todas están reguladas en la ley, todas; el 
Consejo ha tratado con su iniciativa legislativa de que 
ese módulo abstracto de retribución se transparentara, 
presupuesto tras presupuesto, en un conceptocuantitati- 
vo y que se transparentara igualmente su distribución 
mediante una junta con participación del Ministerio de 
Economía y Hacienda, sujeta a intervención general del 
Estado previamente y, posteriormente, al control del Tri- 
bunal de Cuentas. 

Por lo que se refiere al concierto para el cobro en vía 
de apremio de créditos de la Seguridad Social, el con- 
cierto tiene unos módulos retributivos que varían en su 
porcentaje según la cuantía de lo recaudado. Yo no qui- 
siera equivocarme, pero entiendo que el tope máximo 
-no sé si se ha alcanzado-, que está en el 10 por ciento, 
se distribuye entre todo el personal de la jurisdicción 
laboral, empezando por el Presidente del Tribunal Cen- 
tral y terminando por el último subalterno de las Magis- 
traturas de Trabajo. Es cuanto puedo decirle en este mo- 
mento, pues para profundizar en el tema habría que 
traer cifras más concretas. Con todo, he de decirle 
-como contesté antes al señor Bandrés- que la cues- 
tibn de este concierto por ahora permanece ajena al Con- 
sejo y que databa de época anterior a su constitución. 

En cuanto al control de productividad y los contrastes 
que ha observado y muchísimos otros más que se apre- 
cian en la Sala, vo si le puedo contestar a los puntos 
concretos que ha señalado que puede que no sean los 
únicos, pero quizá resalten más. 

El problema de las cinco Secciones de lo Contencioso- 
Administrativo de la Sala de la Audiencia Nacional, que 
conozco muy bien porque he sido su Presidente, yo creo 
que es aparente. La Sección 3: y la Sección 5.*, reciente- 
mente constituida, abordan temas de personas, y el señor 
Pérez Royo sabe que en materia de personal el númem se 
multiplica de una manera auténticamente despiadada. 
Ahí hay un problema de secretaria porque normalmente 
hay muchos temas repetitivos en materia de personal v ,  
en cambio, para la secretaría de trabajo es igual: no lo es 
para los magistrados, lo es, en cambio, para el personal 
que ha de llevar los registros y las sentencias. Las restan- 
tes Secciones tienen distribuidas las competencias por 
razón de la procedencia del Ministerio. Lo que sucede, 
como es el caso del Tribunal Supremo, es que como ahi 
puede haber variables según la actividad de los corres- 
pondientes Ministerios y la propia rcmodelación de la 
organización administrativa, cada dos años la Sala de 
Gobierno distribuye o redistribuye cntre las Salas o Scc- 
ciones las materias correspondientes a fin de lograr el 
equilibrio. De todas maneras, en cuesfión de personal y 
en una materia muy afín al señor Percz Royo, la fiscal, 
los números son excesivamente exagerados. Posiblemen- 
te los 400 asuntos de la Sección I : -Urbanism- sean 
de mucha más densidad jurídica que los 1 A00 de perso- 
nal de las Secciones 32 y 5: 

Del tema sobre la extralimitación cn la potestad regla- 
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mentaria yo no sé qué decir; el Consejo estudió muy bien 
esta cuestión y entendió que estas materias de concurso 
no estaban bajo reserva de ley orgánica, formalmente no 
lo estaban porque se hallaban en el Reglamento de 1 9 6 7 ,  
último regulador de la carrera judicial. Por tanto, for- 
malmente esta reserva, como digo, no existía. Se estudió 
bien, se estudió a fondo, no digo que no haya habido 
error o haya dejado de haber extralimitaciones, pero por 
el Consejo se entendió categóricamente que no estaba 
bajo reserva de ley orgánica y que, en este caso, el ejerci- 
cio de la potestad reglamentaria era no ya posible, sino 
ineludible y urgente. 

Sabe perfectamente bien el señor Pérez Royo que el 
incremento de congelaciones por uno y dos años a magis- 
trados y secretarios y la implantación de un concurso 
abierto, la puesta en funcionamiento de juzgados, que no 
de jueces de vigilancia - e s t a  figura la creará la ley orgá- 
nica, y,  en efecto, la prevé- era absolutamente indispen- 
sable para dar al ciudadano mejor justicia. Quiero decir- 
le, primero, que ambas manifestaciones son enormemen- 
te gravosas para el colectivo judicial. porque restringen 
su derecho, es decir, son lo que en otros términos se Ila- 
marían medidas impopulares y anticorporativas, porque 
lo que se está es restringiendo derechos que el magistra- 
do tenía, pero entre el servicio y la posición de los magis- 
trados para el Consejo de elección no ha sido dudosa ni 
lo será, en tanto el organismo que pueda decirlo no le 
indique que se ha extralimitado en sus funciones. En esa 
línea, por tanto, continuará, aunque se produzca un serio 
gravamen y una seria molestia al colectivo judicial. 

Pasando ya a los temas más concretos que me han 
planteado sobre el ejercicio de la potestad disciplinaria. 
me ha preguntado sobre la naturaleza de los hechos. Lo 
que vo voy a aclarar, independientemente que lo concre- 
te el Presidente de la Sección Disciplinaria, que está 
aquí, v me voy a permitir es ampliar esta nota informati- 
va con los expedientes, porque a alguno de ellos se ha 
referido y hoy están en vivo. Normalmente todos los que 
he citado al señor Bandrés tienen dos causas fundamen- 
tales: o retraso injustificado en el trabajo o ausencia del 
trabajo con daño para la función general. 

Tenemos en vivo -v aprovecho para contestarle a otra 
pregunta puntual que me ha hecho después- un expe- 
diente a dos magistrados de Barcelona para investigar su 
actuación pública en relación con la función, porque es- 
tos dos magistrados tienen otra causa penal pendiente 
ante la causa segunda. Estos dos magistrados tienen en 
vivo la causa penal y el expediente disciplinario. Hay 
una división de la causa; una, lo que pudiera ser un he- 
cho constitutivo de delito y ,  otra, un comportamiento 
general en su í‘unción jurisdiccional. Ambos están sus- 
pendidos. 

Tenemos en vivo otro cxpcdicntc a un magistrado co- 
mo consecuencia de no haber controlado percepciones 
indebidas por actuaciones de oficio. Sigue el expediente 
a los señores Rodrigucz Hcrmida v Barón Cobos, iste si 
suspendido, porque la materia del cxpcdicnte disciplina- 
rio es la misma que está conociendo la jurisdicción pe- 
nal. Una cosa es quc exista efectivamente, y el Tribunal 

Constitucional lo haya dicho, la compatibilidad entre la 
potestad disciplinaria y el ejercicio de la función penal, y 
otra cosa es que los hechos sobre los que versan ambas 
sean idénticos, en cuyo caso, naturalmente, la jurisdic- 
ción penal tiene preeminencia. Este ha sido el fundamen- 
to de la suspensión del expediente hasta que termine la 
causa penal. No entro tampoco en si es o no correcta, 
porque recursos y remedios existen, sino sólo para mani- 
festarle el fundamento que el Consejo ha tenido para pa- 
ralizar este segundo expediente y el que no ha tenido 
para paralizar el primero. 

Hay otro expediente también por retraso, mejor dicho, 
dos. Hay otro expediente que posiblemente corra la mis- 
ma suerte a un magistrado por una detención aparente- 
mente ilegal de una secretaria de ayuntamiento. Hay un 
expediente relativo a un juez por aceptar cantidades a 
los procuradores para hacer frente a los gastos del juzga- 
do. Aparentemente estos hechos son un acuerdo entre los 
profesionales y el juez para poner máquinas de escribir y 
pintar los locales del juzgado. Hasta ahora estos datos se 
han comprobado puntualmente ya que ni una sola de 
estas pesetas ha ido a otro destino, pero la aparente irre- 
gularidad necesita que se investigue a fondo. 

Otro expediente a juez, pendiente también, por acumu- 
lación de asuntos, es decir, por retraso injustificado, falta 
de laboriosidad en la titularidad. Y otro que se refiere a 
un hecho muy recientemente comentado en la prensa, 
relativo a la desaparición de bienes de una sociedad, em- 
bargados v depositados en un almacén al desalojarse, 
con motivo de varias quiebras y suspensiones de pagos. 
En este expediente ocurrirá lo mismo, porque se ha dic- 
tado sentencia penal y está pendiente de recurso de casa- 
ción. 
Y esto es todo, con la venia del señor Presidente, que es 

quien da y quita la palabra. El Presidente de la Sección 
Disciplinaria podrá responder a temas más puntuales si 
el señor Diputado lo precisa, antes de contestarle al últi- 
mo tema concreto. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Pre- 
sidente de la Sección Disciplinaria. 

El señor PRESIDENTE DE LA SECCION DISCIPLINA- 
RIA (Simera Gamarda): Con respecto a los expedientes 
terminados y sancionados, puesto que a los demás expe- 
dientes importantes ha contestado el señor Presidente, se 
puede concretar lo siguiente. Que a un magistrado se le 
han impuesto dos sanciones de reprensión cualificada y 
dos meses de perdida de sueldo, la misma reprensión y 
tres meses en otro. El primero fue debido a que estando 
destinado en el País Vasco, vivía prácticamente en Anda- 
lucía y tenía muy abandonado el órgano judicial. El otro 
es porque incoó unas diligencias penales al Juez decano 
del sitio donde residía, que era Las Palmas. 

A otro magistrado se le impuso suspensión de empleo y 
sueldo por un año porque también éste tenía dos expe- 
dientes, era juez de vigilancia penitenciaria. Uno de ellos 
es que pidió permiso, no le fue concedido y se ausentó, al 
parecer, al extranjero. Además concedía por su cuenta 
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una especie de indultos raros que no estaban previstos 
legalmente. A otro juez que se le suspendió por un ano de 
empleo y sueldo fue porque tenía enormemente abando- 
nado el juzgado, estaba muy atrasado, se le impuso la 
sanción de suspensión por un ano de empleo y sueldo; 
era el juez de Cebreros, que sólo iba los fines de semana. 
También al juez de Linares se le aplicó la sanción de seis 
meses suspendido de empleo y sueldo por abandono se- 
mejante al anterior; también al Secretario se le incoó 
expediente, que está a punto de terminarse ya, por la 
misma causa. Parece ser que los culpables de este aban- 
dono fueron el juez y el secretario. Afortunadamente, este 
juzgado se ha puesto prácticamente al día, debido a un 
refuerzo que se envió de otro juez próximo que se prestó 
a llevar este juzgado y a ponerlo al día. 

Alguna magistrada de trabajo, del País Vasco, fue san- 
cionada porque tampoco vivía allí, tenía abandonada la 
magistratura y,  además, provocaba cuestiones con los 
compañeros porque cuando iba no tenía la sala a su dis- 
posición y suspendía los juicios. Estas han sido las san- 
ciones más importantes; luego ha habido otras sanciones 
menores, de expedientes terminados y sancionados du- 
rante el ano 1983 y hasta julio de 1984. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Simera 

Tiene la palabra el señor Presidente del Consejo Gene- 
Gamarda. 

ral. 

El señor PRESIDENTE DEL CONSEJO GENERAL 
DEL PODER JUDICIAL (Sainz de Robles): Voy a contes- 
tar puntualmente al tema relativo a los jueces de vigilan- 
cia. En realidad había tres asuntos, dos pendientes de 
Madrid y uno pendiente en Valladolid; este último no ha 
terminado su información, que sí sigue el Consejo. 

En cuanto a las cuestiones que se refieren a los jueces 
de vigilancia, respetando el Consejo - c o m o  no tiene otra 
razón que respetar- al máximo la independencia juris- 
diccional, he de advertir que en la exposición que me ha 
hecho hay errores objetivos. En primer lugar, no se trata 
del segundo,grado, sino del tercero, porque el segundo no 
permite salida de ningún caso. El recurso y penado a que 
sí se refiere es el segundo, pero los que ocasionaron el 
escándalo fueron los que motivaron al tercero, que sí 
permite la modificación actual recentísima del regla- 
mento, disfrutando permiso de salida. 

El expediente se tramita a instancia de los propios pe- 
nados, como es natural, con un informe minucioso, 'deta- 
llado, del centro de orientación o de clasificación médico, 
pedagógico y sociológico de los propios penados, v es 
absolutamente conforme. El Ministerio Fiscal no sólo no 
se opone, sino que dictamina favorablemente. La Direc- 
ción General de Instituciones Penitenciarias rechaza la 
clasjficación sin fundamentación en un impreso donde se 
limita a decir ano procede la rebaja de grado». Por tanto, 
la tramitación del expediente es absolutamente correcta; 
la valoración es objetiva; ¿la resolución es injusta? Si es 
injusta, el seiior Pérez Rovo sabe que no es el Consejo 
quien tiene que dilucidar; el Consejo sólo puede diluci- 

dar si el juez ha obrado correctamente, si ha obrado pun- 
tualmente, si ha respetado los plazos, si ha oído a quien 
tiene que oír. Si ia resolució? es injusta, no corresponde 
al Consejo dilucidarla. La nata del Consejo, creo recor- 
dar, no se refería a que los letrados hubieran interpuesto 
o no el recurso pertinente; ni siquiera supo si los letrados 
eran los que defendían alguna de las partes o actuaban 
en vía legítima de proteger los derechos humanos. Lo 
que dijo, pero no porque se refiriese a nada en concreto, 
sino porque había aparecido en las informaciones de 
prensa, donde se leía que la Dirección General había in- 
terpuesto recurso, es que esto no constaba en los autos. 
Referente a los letrados nada dijo, porque incluso ignora- 
ba, insisto, si los letrados tenían legitimación para recu- 
rrir. Ciertamente el tema de los recursos contra decisio- 
nes de jueces de vigilancia es muy discutible si existen o 
no existen, porque como sabe también muy bien el señor 
Pérez Royo, la organización de los juzgados de vigilancia 
es un tanto precaria y es un tanto al hilo de las circuns- 
tancias, porque en la Ley Orgánica no se ha regulado ni 
se regula la figura del juez de vigilancia. Esto en lo que 
se refiere a Madrid. 

En lo que se refiere a Alcalá de Henares la información 
de la prensa era absolutamente errónea, porque precisa- 
mente en abril de este año se le negó al recluso en cues- 
tión la rebaja de grado v el juez la confirmó; a partir de 
ese momento, el Juzgado de Vigilancia Penitenciaria de 
Madrid no volvió a intervenir jamás en tema de rebaja 
de grado. 

En cuanto a Valladolid, las informaciones no están ter- 
minadas. Como se dijo en la nota, una vez terminadas 
hará saber su resultado a la opinión pública. 

Quiero aprovechar la ocasión para insistir en que el 
Consejo, en uso de su potestad disciplinaria, no puede 
valorar el alcance de una resolución jurisdiccional, en 
absolgto. El Consejo ha de ser el primero que respete la 
independencia jurisdiccional. Sí, por tanto, la actuación 
judicial ha sido irreprochable, el Consejo, en potestad 
disciplinaria, nada tiene, nada puede v no sería apeteci- 
ble que lo hiciera. 
Los otros temas quedan, evidentemente, abiertos a va- 

lorar si la resolución de fondo es justa o injusta. También 
sabe el señor Pérez Rovo que este tipo de resoluciones no 
producen evidentemente cosa juzgada y ,  por tanto, pue- 
den volver a replantearse cuando la situación cambie. 

Esta es la realidad, hasta ahora comprobada, en cuan- 
to a los temas que han producido ese escándalo que vo 
creo que debe rebajarse. Independientemente -insisto 
por tercera vez- de la valoración de la resolución de 
fondo deben valorarse con los datos objetivos, tal v como 
han sucedido. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias. 
Por el Grupo Parlamcntario Vasco, PNV, tiene la pala- 

bra el señor Vizcaya. 

El señor VIZCAYA RETANA: Señor Presidente dcl Con- 
greso, señor Presidente del Consejo General del Poder 
Judicial. señores miembros dc dicho Consejo, señorías. 
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En primer lugar, este Grupo quiere hacer resaltar la 
mejora sustancial que ha supuesto esta Memoria respec- 
to a otras anteriores, en la medida que la misma ha veni- 
do a recoger propuestas, iniciativas y consejos que el 
Congreso de los Diputados, a través de sus respectivas 
mociones, en el anterior trámite y debate de la Memoria 
del año 1983 dio constancia de ello. 

La Memoria es, fundamentalmente, mejor que la ante- 
rior. 

Recoge con mayor precisión y detalle aspectos como 
los presupuestarios, disciplinarios, etcétera, y, por tanto, 
mi Grupo, sin dejar de manifestar algunas dudas o pro- 
blemas respecto a esta Memoria, quiere dejar claro y 
felicitar al Consejo General del Poder Judicial por esta 
adecuación a la voluntad del Poder Legislativo a la hora 
de presentar esta Memoria y por el esfuerzo que ha su- 
puesto. 

En segundo lugar, y también con carácter introducto- 
rio, quiero resaltar las verdades incontestables que con- 
tiene la introducci6n a esta Memoria; verdades incontes- 
tables que son evidencias. Por ejemplo, no sé si compete, 
como decía mi compañero el señor Pérez Royo, a la acti- 
vidad del Ministerio de Justicia o al Consejo General del 
Poder Judicial, lo que es cierto como dato objetivo es que 
por primera vez en este pals estamos en situación de 
conocer con exactitud, al margen de posibles errores o 
carencias, la situación de la Justicia en España. 

Estamos, por primera vez capacitados, como dice la 
propia introducción, para evaluar el marco y las coorde- 
nadas en que la Justicia tiene que desenvolverse a partir 
de la Constitución. Estamos, por primera vez, capacita- 
dos para diagnosticar sobre la insuficiencia de medios de 
la Justicia. Estamos, por primera vez, en presencia de 
una transparencia informativa respecto a la actividad de 
la Justicia, que es motivo de satisfacci6n no sólo perso- 
nal, sino para todos los demócratas. 

Por tanto, valga esta introducción a la hora de enjui- 
ciar globalmente esta Memoria. 

Acabamos de ver en el transcurso de esta misma sesión 
y respecto a la intervención de otros Grupos, pero tam- 
bién como contenido de la Memoria, quizá sin especifi- 
car, cómo el propio Consejo General del Poder Judicial 
no tiene obstáculo o no pone trabas a la hora de recono- 
cer sus propios defectos e incluso para nominar a aque- 
llos miembros de ese Consejo General del Poder Judicial, 
de la carrera judicial, de los compaileros que han sido 
objeto de expedientes por actividades sancionables, etcé- 
tera. Es decir, que frente a posibles o antiguas resisten- 
cias al reconocimiento de estos errores, de estas deficien- 
cias, hov estamos en presencia de una transparencia que 
faciliia mucho no solamente el normal funcionamiento 
de las instituciones, sino que dice mucho en favor del 
Estado constitucional, del Estado de Derecho que consa- 
gra la Constitución. 

Este es el marco en el que vov a hacer una serie de 
preguntas, una serie de sugerencias, quizá, en torno a la 
Memoria, pero me parecía honesto señalar estos puntos 
antes de hacerlo. 

.En primer lugar querría señalar al Presidente del Con- 

sejo si tiene, y si no sobre la conveniencia de que en la 
próxima Memoria, salvo que ahora pueda aportarme da- 
tos, estadísticas sobre la petici6n de autorizaci6n por 
parte de la Administración de controles telegráficos, tele- 
fbnicos y postales, sobre autorización judicial para prác- 
tica de registros domiciliarios y sobre la petición de au- 
torizaciones judiciales para pr6rroga de detención. Me 
gustaría constatar no s610 el número de autorizaciones, 
sino el porcentaje comparativo entre solicitudes de regis- 
tros, de controles o de pr6rroga de detención con las de- 
cisiones judiciales de concederla, para hacer un estudio 
comparativo entre las peticiones y las concesiones. 

Digo que esto es fundamental, porque al margen de 
que creemos que es un dato necesario de conocer para 
verificar otros comportamientos, creo que es un dato ne- 
cesario porque estoy hablando de temas fundamentales 
respecto a derechos y libertades que consagra nuestra 
Constituci6n y, por tanto, en este aspecto me gustaría 
que en próximas Memorias, si no es posible en estos rno- 
mentos suministrarme una información por lo menos ge- 
nérica, sí tuviésemos una constataci6n de estos datos 
comparativos. 

En segundo lugar, yo quisiera preguntarle al Presiden- 
te que al margen de los datos y de alguna sugerencia que 
hace en la Memoria nos informase sobre la problemática 
judicial en la Comunidad Autónoma Vasca, en concreto 
sobre el problema de la movilidad, de la escasez de fijeza 
de las plazas judiciales en la Comunidad Autónoma del 
País Vasco. 

En tercer lugar, mi Grupo quiere señalar -al igual 
que lo han hecho otros compaíieros y por tanto casi no 
voy a incidir más que simplemente de pasada- la sor- 
presa en cuanto a las diferencias de rendimientos o de 
productividad -valga esta expresi6n economicista- de 
determinadas audiencias, y dentro de determinadas au- 
diencias de determinados juzgados, e incluso dentro de 
determinados órganos jurisdiccionales de determinadas 
salas. Es decir, que existen diferencias que al margen de 
la consideración del volumen de asuntos, de la conflicti- 
vidad de los mismos son chocantes. 

Otro tema que quisiera plantear es el tema de la Es- 
cuela Judicial, y no creo introducirme en ningún tema 
.sub legislatorisn. Señor Presidente, me mira usted con 
una ... 

El señor PRESIDENTE: Con interés nada más, señor 
Vizcava. 

El señor VIZCAYA RETANA: Muchas gracias, señor 
Presidente. En la página 218 del informe de la Memoria 
se dice expresamente: .Condicionan la labor de la Escue- 
las -se refiere a la Escuela Judicial- uno sólo las toda- 
vía insatisfactorias dotaciones presupuestarias, sino su 
adscripción orgánica al Ministerio de Justicias. Por tan- 
to, condiciona la labor, que dice la Memoria que no es 
del todo satisfactoria, no solamente deficientes dotacio- 
nes presupuestarias, sino su adscripci6n orgánica al Mi- 
nisterio de Justicia. Me gustaría oír del Presidente del 
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Consejo alguna explicaci6n un poco más amplia de este 
condicionamiento. 

También, sefior Presidente del Consejo, me gustaría sa- 
ber si usted puede suministrar a esta Comisiori algún 
resultado de esas encuestas sociol6gicas que sé que se 
han realizado, y que ademiis en la Memoria, página 11, 
se sefiala, sobre la credibilidad de la justicia. 

Este era un tema que en la anterior comparecencia de 
S. S. este Grupo tuvo especial interés en poner de mani- 
fiesto como hecho muy relevante. La necesidad de ir a 
través de todas estas mejoras, a través de toda esta trans- 
parencia, a través del perfeccionamiento de la justicia, el 
intentar caminar en el sentido de buscar esa identifica- 
ción del ciudadano con una cosa tan fundamental en este 
Estado de derecho democrático como es la justicia. Esa 
credibilidad es tan importante, sefior Presidente, que por 
eso, para ver si avanzamos en ese objetivo, le pido si 
puede usted suministrarme datos o resultados sobre la 
encuesta sociol6gica en cuanto a la credibilidad de la 
justicia. 

Por último, y para no alargarme, quizá una pregunta 
que S. S. juzgará si es pertinente, porque puede conocer- 
lo o no, en el marco de la información que el Consejo 
General del Poder Judicial debe suministrar o informar 
preceptivamente según establece la Ley Orgánica que re- 
gula el Consejo General del Poder Judicial, si el Consejo 
ha emitido informe preceptivo sabre el proyecto de ley 
de delitos contra la Hacienda Riblica. 

Gracias, seiior Presidente. 

El señor PRESIDENTE: El señor Presidente tiene la 
palabra. 

El seiior PRESIDENTE DEL CONSEJO GENERAL 
DEL PODER JUDICIAL (Sainz de Robles): Voy a tratar 
de abreviar a mi vez. 

No le puedo facilitar ningún dato fiable sobre la prime- 
ra cuestión, en definitiva recojo la sugerencia en el as- 
pecto y sesgo que el Consejo la puede tomar: tanto en lo 
que se refiere a los controles telegráficos, registros y pr6- 
rrogas yo le tendría que informar negativamente. No ha 
habido denuncia en el Consejo que se haya tramitado, 
informaciones sí y algunas pendientes incluso de mayo- 
res comprobaciones, porque se refieren a actuaciones en 
todo caso jurisdiccionales; serían denuncias de señores 
que han visto intervenido o limitados estos derechos fun- 
damentales sin previa autorización judicial, o por el con- 
trario quejas contra autorizaciones judiciales dadas den- 
tro del seno de un proceso. 

Es decir, lo que yo sí le puedo dar es este dato negati- 
vo, pero a mí no me extraña ese dato negativo, porque 
precisamente se refiere a actividades que hoy por hoy se 
desarrollan en el seno de la actividad jurisdiccional. Re- 
cojo su sugerencia en cuanto el Consejo puede simple- 
mente comprobar lo que sucede tratando de poner bien 
de relieve que esta comprobación no se refiere a inter- 
vención en la soberanla de cada juez v de cada tribunal. 

En cuanto al tema de la Administración de Justicia en 

el País Vasco sabe perfectamente el señor Vizcaya que 
precisamente el Gobierno vasco ha propiciado unos estu- 
dios sobre la gran problemática de la justicia desde todo 
punto de vista, satisfacción de los funcionarios, medios 
de la justicia, comunicación con el justiciable que se ha 
mandado al Consejo y algunos de cuyos aspectos se han 
recogido y otros se recogerán también. 

Me cifio al tema de la movilidad. En efecto, el grave 
problema que tiene la Administración de Justicia en el 
País Vasco es su movibilidad. ¿Qué ha hecho el Consejo? 
Lo he indicado antes, tratar de que esa movilidad no 
vaya en perjuicio de la Administración de Justicia; con la 
congelación del que se traslada forzoso a un aao y el que 
se traslada voluntario a dos aaos. Concursos abiertos, 
que una vacante no tarde seis meses en cubrirse, sino 
que se cubra automáticamente de su producción, y luego 
postular una vez más la modificación de la demarcación, 
porque este problema es tan urgente que, por ejemplo, 
cuando el Consejo adoptó la iniciativa legislativa hoy 
recogida en el proyecto, pero deferida a más tiempo y, 
por tanto, lo vamos a dejar al margen, la iniciativa de la 
supresión de justicia de distrito, en los cálculos suyos 
eran la supresión de 251 juzgados de distrito que no tie- 
nen cometido alguno en una economía falta de recursos, 
se entiende, porque si fuera amplia de recursos sería bue- 
nisimo que hubiera 500 más, y su transformación en 247 
juzgados de instrucción sin que eso supusiera gravamen 
de una sola peseta al presupuesto. Lo recoge la Ley Orgá- 
nica y, por tanto, lo dejamos. 

En problemas de movilidad, hoy el Consejo no ha podi- 
do hacer sino lo que ha hecho: congelación, concursos 
abiertos y no tengo por qué no anticipar ante ustedes que 
uno de estos dias saldrá en el aBoletfn. el complemento 
necesario de este concurso abierto, es decir, la adverten- 
cia al personal judicial de que hay una serie de juzgado&, 
los suprimibles, que no se cubrirán en estos concursos, 
para evitar que se cubran los juzgados menos necesita- 
dos de juez y en cambio se cubran siempre los que están 
necesitados y ha hecho también la provisión temporal de 
juzgados menores con un acuerdo de 20 de enero de 
1982, cuyo resultado se puede frustrar si, como dije, en el 
mes de junio la Intervención General del Estado no es 
más generosa, porque la filosofía del acuerdo era redis- 
tribuir las cantidades a deducir al final del presupuesto y 
presupuestadas paFa la Administracion de Justicia, no 
gravar el presupuesto. Esto es lo que el Consejo ha podi- 
do hacer. 

Las diferencias de productividad, en efecto, son nota- 
bles. Las que no han sido objeto de un expediente de 
seguimiento por la Inspección o incluso ya de sanción y 
que naturalmente suponen un absentismo o una fqlta de 
laboriosidad, se deben prácticamente en su totalidad a 
este tema de la movilidad. Precisamente había olvidado 
al señor Pérez Royo, que me había preguntado concreta- 
mente por el Juzgado 13 de Barcelona. Este es uno de los 
casos que tiene ahora un seguimiento especial por la Ins- 
peción y un plan de puesta al día. Quizá yo le puedo 
responder en pocas palabras: los que no están en expc- 
diente de información o de sanción sc deben cxclusiva- 

< 
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mente a la movilidad; por el Juzgado 13 de Barcelona 
han pasado cinco jueces en un año. 

La Escuela Judicial. La Escuela Judicial siempre ha 
sido uno de los temas en que el Consejo ha ejercitado 
más su autocrítica. Se ha propugnado el tener una com- 
petencia sobre ello en función de que la Ley actual, la 
Ley Orgánica 1 de 1980, le atribuye la competencia ex- 
clusiva sobre la selección, formación y perfeccionamien- 
to de los tribunales. Las insuficiencias presupuestarias 
son patentes, como patente es la dotación de los profeso- 
res, que creo que aproximadamente vienen percibiendo 
unas 4.000 pesetas al mes, lo que impide la plena dedica- 
ción. El Consejo lo que ha hecho este año es adscribir con 
plena dedicación un Jefe de Estudios, aparte del Director 
de la Escuela. En estas condiciones ya comprenderá S .  S .  
que es muy poco lo que puede funcionar, aparte de la 
dotación que en sí tiene la Escuela para sus atenciones 
fundamentales. 

Con todo, sí le anticipo que ya para las próximas oposi- 
ciones el Consejo ha planteado la necesidad de que en la 
convocatoria se establezca un curso obligatorio como mí- 
nimo de tres meses de duración, con un programa a dis- 
posición del opositor sobre las materias que se le van a 
impartir en esos tres meses. En cambio, lo que sí han 
hecho la Escuela Judicial y el Consejo General del Poder 
Judicial es potenciar el aspecto del perfeccionamiento. 
Prácticamente, la Escuela Judicial no para. Los cursos de 
puesta al día sobre aspectos tan dispares como medicina 
forense, comunidades europeas, que creo que el día que 
se produzca nuestra integración podemos presentar un 
plantel de jueces perfectamente habituado al manejo del 
derecho comunitario: la dispersión por toda la geografía 
española, incluso a niveles que no son estrictamente ju- 
diciales, creo que en eso sí hav que decir, así como en los 
aspectos de selección v formación no, que en el aspecto 
de perfeccionamiento creo que con las dotaciones que 
tiene la Escuela Judicial es absolutamente imposible ha- 
cer más de lo que ha hecho, con todo el punto negro. 

Prescindo del tema de la competencia, porque esto nos 
sumergiría en un tema que vo quiero evitar, pero el Con- 
sejo sí ha mantenido que la Escuela Judicial es aneja a 
sus facultades de selección v de perfeccionamiento, lo 
cual naturalmente repercutiría en la dotación presupues- 
taria de la misma. 

Las encuestas sociol9gicas. El Consejo, como sabe muv 
bien, hizo una en el atio 1982, posiblemente repita otra 
como balance del ejercicio dc su mandato en 1984 -por 
lo menos va a ser la propuesta de esta Presidencia con 
carácter inmediat- v en 1983 autorizó al Centro de 
Investigaciones SociolYgicas, al CIS. para que lo hiciera. 
Tengo entendido que esta encuesta esta terminada v me 
he dirigid; al Director del Centro para que tenga la bon- 
dad de remitirme los resultados de esta encuesta. La pri- 
mera, como digo, por el Consejo; la segunda, autorizada 
por el Conscjo, y la tercera., propiciada otra vez por el 
Consejo. Espero que esta segunda intermedia que autori- 
zo el Consejo pueda hacerse a la luz pública a la mayor 
brcvcdad. 

De estos datos y de alguna otra encuesta que con ca- 

rácter privado se había realizado antes del Consejo, que 
son muy curiosas porque se van refundiendo unas a 
otras, resulta que la credibilidad del ciudadano en la 
Justicia viene a ser aproximadamente de un 50 a un 51 
por ciento, con diversos matices. También dije aquí que 
era sorprendente que la mayor parte de los ciudadanos 
no conocieran lo que era la Justicia, y esto ha movido a 
que el Consejo realice actividades de divulgación incluso 
a nivel escolar, con su folleto de la Justicia de la A a la Z. 
Pero mucho más curioso es comprobar dos datos, preci- 
samente con esos estudios que el Consejo ha encargado y 
ha sufragado con coste a su Presupuesto. España es uno 
de los Estados europeos con menos índice de litigiosidad, 
lo cual es sorprendente allí donde el arbitraje tampoco 
florece, y esta causa habrá que analizarla. El índice de la 
credibilidad del ciudadano en la Justicia española es su- 
perior por lo menos al de Francia y al de Italia notable- 
mente. 

Por tanto, creo que en la próxima Memoria, que será 
ya el testamento de este Consejo, puesto que será la últi- 
ma que haga en su período de mandato, estas encuestas 
que para mí son tan esenciales, que incluso con mayor 
dimensión y mayor espectro se hubieran hecho para co- 
nocer realmente lo que es la Justicia, las tendrá cumpli- 
damente, y no digamos si rápidamente el Director del 
CIS envía el resultado de esta segunda encuesta que creo 
que ya está terminada. 

Información del Consejo General del Poder Judicial. 
Sobre la información que el Consejo General del Poder 
Judicial está obligado a transmitir de sus actuaciones, yo 
no sé si rogar al señor Vizcava me pudiera puntualizar 
algún punto concreto para darle también una respuesta 
concreta, porque el Consejo tiene de sí mismo -quizá 
sea errónea o exagerada- la idea de que informa, y me 
había preguntado sobre el tema de si ha informado con- 
cretamente la propuesta de ley de delitos fiscales. Yo 
digo: no. Ahora, ;o no sé si se refiere el señor Vizcava a la 
propuesta de reforma del Código Penal que el Ministerio 
de Justicia ha defendido ampliamente entre todos los 
sectores que más o menos tienen relación con la Justicia. 
Si se refiere a esto, no, porque ni siquiera ha llegado a 
nivel de anteproyecto. Si se refiere a alguna otra disposi- 
ción especial, no, no se le ha pasado informe. 

El señor PRESIDENTE: El señor Vizcaya tiene la pala- 
bra. 

El señor VIZCAYA RETANA: Sólo para matizar, señor 
Presidente. Me refiero al proyecto de ley que se titula de 
Delitos contra la Hacienda Pública que modifican el Có- 
digo Penal, artículos 319 y 319 bis. 

El señor PRESIDENTE DEL CONSEJO GENERAL 
DEL PODER JUDICIAL (Sainz de Robles): No. Ahora 
bien. en ese caso yo sí le puedo precisar: el informe del 
Zonsejo se refiere a materias procesales, orgánicas v pe- 
nitenciarias. N o  es que no podamos discutir que natural- 
mente el Derecho Penal tiene unos aspectos procesales v 
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orgánicos importantísirnos, pero le hago esta advertencia 
para decirle a continuación: no, no ha pasado informe. 

El seiior PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Presi- 

Por el Grupo Parlamentario de la Minoría Catalana 
dente. 

tiene la palabra el señor Xicoy. 

El señor XICOY BASSEGODA: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Yo me sumo, y me reitero en ellas, a las manifestacio- 
nes que han hecho los anteriores Diputados al agradecer 
la presencia del Presidente del Consejo General del Poder 
Judicial, pero no pienso extenderme en ello, en alabar el 
contenido de esta Memoria, mucho mejor que las ante- 
riores, porque me temo que mi doble condición de abo- 
gado en ejercicio que está acostumbrado a tener un senti- 
do reverencia1 hacia el Poder Judicial se contradiría un 
poco con mi función de legislador en estos momentos, 
que exige una posición más igualitaria. 

N o  voy a consumir los diez minutos que el Reglamento 
y la benevolencia del señor Residente me conceden, y 
quiero plantear cinco cuestiones no puntuales, porque no 
quisiera yo obligar al señor Presidente del Consejo del 
Poder Judicial a hacer un esfuerzo de memoria sobre la 
Memoria, y valga la redundancia, ya que obligar al señor 
Presidente a hablar sobre la Memoria quiere decir que el 
Diputado no se ha leído suficientemente los datos de la 
misma. Pero sí desearía pedir unas cuantas aclaraciones 
no sobre los datos concretos de las cifras frías que contie- 
ne la Memoria, sino sobre la filosofía que destilan estos 
datoa, porque precisamente esta filosofía es lo que es sus- 
ceptible de una interpretación subjetiva y no es el caso 
de qye los diferentes Grupos Parlamentarios hagan inter- 
pretaciones subjetivas, sino la interpretación que proce- 
de de los propios redactores de la Memoria. 

La primera cuestión se refiere a la Inspección. ¿Cuál es 
la filosofía de la Inspección? Esta es una palabra que 
suena mal, porque las inspecciones que existen en nues- 
tra Administración generalmente tienen una función más 
bien represiva de poder sancionador que no el de colabo- 
rador o un aspecto auxiliar funcional de la Administra- 
ción de Justicia. Yo desearía saber cuál es el acento que 
se pone en esta función inspectora por parte del Consejo 
General. 

En segundo lugar, el problema de las demarcaciones 
judiciales a que se hace referencia en la Memoria, y creo 
yo -y esto es entre parhtesis- que el señor Presidente 
no considerará esto una materia reservada a la Lev Orgá- 
nica del Poder Judicial, porque en la Memoria se habla 
-y el señor Presidente del Consejo del Poder Judicial ha 
hecho referencia a ello- de la desigual distribución de 
las demarcaciones con acumulación excesiva de trabajo 
en éstas -y esto hace rderencia a mi Grupo Parlamenta- 
rio, es un deber esclarccerl- en cuanto a la España de 
las autonomías. Los Estatutos de Autonomía recogen 
-hay varios que las recogen- competencias en la materia 
a las Comunidades Autónomas v,  por consiguiente, creo 

del máximo interés saber cuál es el criterio del Poder 
Judicial sobre el particular. 

Una tercera cuestión se refiere a los Presupuestos. En 
la Memoria se dice que el Consejo ha elevado al Poder 
Ejecutivo o ha hecho un plan para el próximo cuatrienio 
consistente en un aumento del 20 por ciento acumulativo 
cada ano para cubrir las necesidades de la justicia. Esta 
es una aspiración del Consejo, pero a mí me interesarla 
saber cuál es la respuesta del Ejecutivo a esta petición 
del Consejo General del Poder Judicial; saber si existe 
aquí t e n s h ,  si existe una armonía, si existe sintonía en 
acoger las demandas, que yo creo justas, del Poder Judi- 
cial. 

Un cuarto punto es la política penitenciaria, que ya sé 
que no es misión del Poder Judicial, pero se da el caso 
-y este Diputado como letrado ha recibido a veces in- 
formaciones directas incluso de jueces- de que las pri- 
siones, como se hallan en régimen de aover bookingu, no 
caben más, pues los jueces violentando las normas o in- 
terpretándolas forzadamente, se ven obligados a no de- 
cretar prisiones más que merecidas, por razón de que los 
hoteles de cinco estrellas están llenos. 

Finalmente, el problema de la gratuidad de la justicia, 
que es una aspiraci6n de todos los grupos polfticos, pare- 
ce que es unánime, y esto me hace recordar que en mis 
épocas de estudiante había un profesor que con cierta 
ironfa decía que el prestigio de la justicia inglesa, que 
parece que está universalmente reconocido, se debía a 
que era una justicia lenta y cara, muy cara. Yo desearía 
saber cómo ve el Poder Judicial los futuros pasos -no 
comparto las ideas del viejo profesor, que no es el Alcal- 
de de Madrid-, si realmente la justicia va a salir ganan- 
do o se van a multiplicar excesivamente los procesos por 
causa de esta gratuidad. 

Nada más, seiior Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias. 
En relación con las demarcaciones judiciales, evidente- 

mente puede contestar el señor Presidknte, pero hay una 
parte de la pregunta, que es la relación con los Estatutos, 
don& hav remisión a la Ley Orgánica, señor Xicoy. Yo le 
rogaría que en ese aspecto no contestase el senor Presi- 
dente. 

El señor PRESIDENTE DEL CONSEJO GENERAL 
DEL PODER JUDICIAL (Sainz de Robles): Agradezco al 
seiior Xicoy dos cosas: una, su sentido del humor, que es 
muy grato; otra, se la agradezco con matizaciones, por- 
que está en su sentido del humor el que proclame su 
doble condición de letrado en ejercicio v su condición de 
legislador, en este momento v en esta ocasión supongo 
predominante de manera absoluta; pero, al mismo tiem- 
po, porque me lleva de la mano a algo que quizá debe ser 
dicho: esa reverencia debe desaparecer, mi querido Di- 
putado. La Justicia requiere respeto, y en lo que tiene de 
peyorativo, la Justicia desearía que esa reverencia desa- 
pareciera; quizá las palabras castellanas -y ahí ya vuel- 
vo inmediatamente sobre el tema de la inspecci6n- de- 
ben recuperar su prestigio, y hoy la reverencia lo tiene 
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malo, en cambio, el respeto lo tiene bueno y mucho por 
conseguir. Y digo que el lenguaje castellano es claro por- 
que la inspección en si misma no tiene que tener esa 
connotación peyorativa, la inspección es ver, y esta es la 
filosofía del Consejo, qué es lo que sucede en la Justicia. 
Precisamente tardó tanto tiempo en montar su servicio 
de inspección porque le costó mucho trabajo encontrar 
esa piedra filosofal que es ver; para postular una polltica 
judicial, para postular unos serios medios de la Adminis- 
tración de Justicia en una economfa escasa, lo primero 
que habfa que hacer es ver, y eso es la inspección: ver. Se 
ha tratado de quitar que el inspector vaya a sancionar, 
porque, además, no va a eso, va a ver y a ayudar, a 
ayudar al órgano que lo necesita y a ayudar al ciudada- 
no. Si de eso se desprende una actividad sancionadora, 
irá por otro camino, pero fundamentalmente es ver, ayu- 
dar y restablecer, y creo que eso es lo que ha hecho y 
quizá eso es -y agradezco que tanto usted como el señor 
Vizcaya lo hayan intuido perfectamente- lo que ha pro- 
ducido una mejora de esta Memoria sobre las anteriores: 
se ha visto, se ha visto objetivamente, y esa y no otra, ni 
más allá, es la filosofla del servicio de inspección del 
Consejo. 

Sobre las demarcaciones, porque realmente es un tema 
de Ley Orgánica y remisión a los Estatutos, y porque, 
además, el informe del Consejo en esto está a disposición 
de todo el mundo sobre el anteproyecto, pasa por alto, ya 
que lo que yo podrla decir al margen de este tema creo 
que lo he dicho en esta sesión dos veces. La demarcación 
ha sido urgente desde hace mucho tiempo, el Consejo lo 
ha puesto de relieve desde que el Consejo existe y su 
iniciativa de supresión de la justicia de distrito va por 
ese camino. 
Yo no sé decirle qué respuesta han tenido por parte del 

Ejecutivo las peticiones que se contienen en este capítulo 
de la Memoria, porque no lo conozco, pero, en definitiva, 
no es el Ejecutivo el que ha de dar la respuesta, son 
SS. SS., y precisamente si estos encuentros directos entre 
el Consejo General y los representantes del pueblo, reuni- 
dos en Poder Legislativo, tienen alguna virtualidad es 
también la de tener más datos de conocimiento; no crea 
el señor Xicoy que le devuelvo la pelota, porque yo tam- 
bién tengo mucho respeto a este órgano legislativo. 

Desde luego, en cuanto a política penitenciaria se refie- 
re, sí tengo que decirle categóricamente que no creo que 
nunca haya adoptado un Juez una resolución referente a 
la medida cautelar de prisión o libertad provisional por 
razón del aover bookingn de los centros penitenciarios. 
Si lo ha hecho sería una auténtica desviación del poder, 
porque todos los poderes, no sólo el Ejecutivo, todos los 
poderes pueden desviarse, v este sería un caso claro, y 
sería un caso claro además de intervención del Consejo, 
pero yo no lo conozco. Los jueces no tienen más misión 
que interpretar las leyes que tienen; se produjo una ex- 
carcelación, si la reforma se produce se volverá a produ- 
cir una reconsideración del tema, según el texto que las 
Cámaras brinden al Juez, pero jamás por ese motivo. Ese 
motivo es uno de los temas que, si existe, debe ser resuel- 

to en otra esfera sin afectar en absoluto ni a las garantlas 
del detenido ni a la seguridad de los ciudadanos. 

La gratuidad. Quizá yo me vaya a su opinión de que 
las justicias se prestigian cuando son lentas y caras, pero 
es precisamente por ese efecto que yo le decla al princi- 
pio que es nocivo, porque se alejan y entonces aparecen 
como unos reverentes señores a los que es muy diflcil 
acercarse. Yo no creo que la gratuidad remedie la litigio- 
sidad, porque hoy que dicen que la Justicia es cara la 
litigiosidad es extremada en España, no en comparación, 
como dije antes, con lo que sucede fuera; pero lo cierto es 
que esa cláusula de amparo general universal que tiene 
la Constitución ha producido un incremento de las car- 
gas competenciales verdaderamente espectacular, y eso 
que la Justicia es cara. Pero es que la justicia no es gra- 
tuita nunca, la pagan los demás ciudadanos; luego, por 
tanto, habría que encontrar un punto de equilibrio entre 
lo que supone la función jurisdiccional para el conjunto 
de los ciudadanos, el aprendizaje que éstos deben llevar 
a cabo para resolver muchas de las contiendas, sin acu- 
dir al Juez, aunque siempre esté el Juez detrás, y calcular 
prudentemente, como hace la Constitución, aquel coste 
que debe ser sufragado por el ciudadano que auti singu- 
lin requiere la intervención judicial, siempre que esta 
condición previa e inexcusable no le vede el amparo ju- 
risdiccional, porque esto estaría proscrito por el artículo 
24 de la Constitución. Y también le indico que los costes 
que soporta un proceso no son s610 las tasas judiciales, 
no son sólo las minutas de los profesionales, que muchas 
veces para que se imparta una justicia plena hay otros 
gastos, piense usted en la pericia, que son indispensables 
para que realmente el ciudadano tenga no sólo acceso, 
sino respuesta adecuada. 

El problema, por tanto, es muy difícil, pero creo que la 
filosofía de la Constitución es en esto clara. Si a pesar de 
todas estas premisas sigue habiendo muchos litigios, ten- 
dremos que pensar en reformar la organización judicial. 
Ni al ciudadano se le puede dejar sin justicia, ni al ciuda- 
dano se le puede alejar tanto del juez que le vea como un 
personaje al que se llega a él como al castillo de Kafka. 
Y nada más, seilor Xicoy. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Presi- 

Por el Grupo Parlamentario Popular tiene la palabra el 
dente. 

señor Ruiz Gallardón. 

El señor RUIZ GALLARDON: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Señor Presidente del Consejo General del Poder Judi- 
cial y del Tribunal Supremo, no por ocioso y por repetido 
quiero yo dejar de mostrar mi satisfacción ante la nueva 
redacción de esta Memoria y los principios que inspiran 
la misma, singularrnentc los establecidos en la introduc- 
ción del texto que SK ha puesto a disposicibn dc las Cor- 
tes Generales de la nación. 

Me importa sobre todo subrayar la afirmación dc que 
la Constitución erige en poder del Estado al judicial, me 
importa también subrayar que el llamado imperio de la 
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ley debe entenderse como imperio del ordenamiento jurí- 
dico, y me importa porque yo estoy seguro de que todos 
los Grupos Parlamentarios coincidimos en esas afirma- 
ciones sustantivas y fundamentales. 

En las preguntas que yo voy a tener el honor de hacer 
en este momento en nombre de mi Grupo, y que serán 
complementadas por otras dos que formularán mis com- 
pañeros, el señor Huidobro y el señor Cañellas, quiero 
hacer hincapié, en primer término y para esclarecimien- 
to general, de la facultad de iniciativa legislativa que 
tiene el Consejo General, a la que se refiere singularmen- 
te la página 176 de la Memoria, y la suerte que ha corri- 
do esa facultad de iniciativa, sobre todo en lo tocante al 
anteproyecto de la Ley Orgánica de juicio penal abrevia- 
do. 

En este mismo orden de cosas me llama la atención la 
crítica que se hace en la página 164 y siguientes a los 
procesos regulados por la Ley Orgánica 10/1980, de 1 1  de 
noviembre, que en opinión, segun yo lo entiendo, del 
Consejo no ha proporcionado los resultados apetecidos, 
situación ésta que agrava los problemas de seguridad 
ciudadana después de la reforma del Código Penal, a la 
que el señor Presidente ha aludido con anterioridad. 

También- me interesa extraordinariamente conocer 
cuál ha sido el ejercicio de la potestad reglamentaria, 
aunque sé que el señor Presidente se ha referido ya a este 
tema, y al que se remiten las páginas 187 y siguientes. 

En este orden de cosas, yo.he advertido la existencia de 
una petición que hace el Consejo a lo largo de la Memo- 
ria de sustraer del conocimiento del pleno del Tribunal 
Supremo determinados asuntos que llegan a él por vía 
de recursos. También me gustarta una aclaración al res- 
pecto. 

Aunque muchas de las cuestiones que yo hubiera plan- 
teado han sido ya tratadas por mis compañeros parla- 
mentarios, hay otras que no lo han sido. Parece deducirse 
también de la Memoria que existe una cierta disfuncio- 
nalidad entre la normativa vigente y la deseable compe- 
netración entre el Consejo General del Poder Judicial y el 

Tampoco he encontrado en la Memoria, y eso si creo 
que es una carencia, y sería importante que se cumpli- 
mentara en futuros casos en todo supuesto, las relaciones 
que el Consejo tiene con el Tribunal Constitucional, sien- 
do como es el Consejo un órgano de garantía constitucio- 
nal, y así debe ser concebido, como gobierno del Poder 
Judicial. 
No voy a incidir en los temas de política presupuesta- 

ria, a los que ya han aludido mis compaheros, aunque si  
quiero recordar que ha quedado sin contestar una de las 
preguntas del señor Xicov, que yo hago mía, de cuál es la 
reacción del Poder ejecutivo ante ese plan presentado 
con ese aumento acumulativo en pesetas constantes del 
20 por ciento para el próximo cuatrienio. Si sobre ese 
particular existen o no existen perspectivas. 

Se ha hablado ya del tema dc la Escuela Judicial, que 
me parece extraordinariamente importante, v yo quiero 
dejar aquí constancia de lo que creo que debe ser sentir 
común de todos los Diputados respecto al agradecimien- 

, Defensor del Pueblo. 

to que debemos a todos aquellos magistrados que, leo 
textualmente, .espontáneamente y de forma desinteresa- 
da han ofrecido su colaboración en la labor de formación 
de los futuros jueces y magistrados, y la necesaria correc- 
c i ó n ~  (ya ha aludido el setior Presidente a ello) ade la 
brevísima escolaridad que actualmente se exige a quie- 
nes terminan su9 oposiciones con éxito*. 

Probablemente, la pregunta que voy a hacer a conti- 
nuación será de difícil contestación, señor Presidente, pe- 
ro quizá me pueda dar alguna indicación sobre el tema. 
Fue una iniciativa parlamentaria del Consejo, recogida 
por el Gobierno, modificada después por las Cortes Gene- 
rales y hoy ya en vigor, la muy recignte reforma de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil, tendente, sin duda, a la ace- 
leraci6n de los procesos y a la mayor inmediación del 
juez. Aunque todos sabemos que esta Ley ha entrado en 
vigor, y se está practicando desde primero de septiembre 
del presente año, yo pregunto; iExiste ya alguna impre- 
sión de la eficacia de esa reforma practicada? 

También me interesa saber, porque hay una crítica ím- 
plicita a mis compañeros letrados, no a mis compañeros 
Diputados, en la página 481 de la Memoria, si las causas 
con preso que actualmente sufren retraso es singular- 
mente debido a la actuación, llamemos negligente cuan- 
do menos, en el trámite de evacuar las conclusiones pro- 
visionales por parte de los letrados. 

Interesada también saber, y sobre eso espero que haya 
ya una mayor experiencia por parte del Consejo y alguna 
impresión se nos podría dar, cómo funciona y si es verda- 
deramente eficaz el servicio de asistencia letrada al dete- 
nido, tema que tampoco aparece recogido en la Memoria. 

Por último, yo me atrevería a preguntar, aunque sé 
que se me va a decir que es temprano todavía para tomar 
alguna decisión, si no conviene ya disminuir, o en su caso 
aumentar, las competencias de los juzgados de familia, 
visto que, según se desprende de la lectura de lo que 
ocurre en distintos juzgados (véanse páginas 68, 91 y 99 
de la Memoria), las competencias que actualmente tie- 
nen hacen que cada arío, progresivamente, se vaya redu- 
ciendo el número de asuntos con contradicción efectiva, 
y que, por consiguiente, tengan menos trabajo, por lo 
menos aparentemente, de lo que corresponde a los mó- 
dulos judiciales de otras unidades. 

Nada más, seríor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Antes de dar la palabra a los 
señores Huidobro v Cañellas, vamos a suspender la se- 
sión durante cinco minutos. 

Se reanuda la sesióti. 

El seíior PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Hui- 
dobro. 

El señor HUIDOBRO DIEZ: Gracias, señor Presidente. 
Señor Presidente, señor Presidente del Consejo General 

del Poder Judicial, señorías, uno de los datos que con 
más profusión obran en esta Memoria presenada por el 
Consejo es el relativo al número de resoluciones o senten- 
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cias dictadas por los 6rganos jurisdiccionales, bien por 
los individuales o por todos los colectivos. 

Se hace constar expresamente en una de las páginas de 
la Memoria que con el número de las sentencias no se 
pretende, en modo alguno, enjuiciar la labor llevada a 
cabo por el rendimiento desplegado por cada uno de los 
funcionarios, sino objehvar, con la deseable uniformidad 
que permita una fácil comparación, las cargas competen- 
ciales que recaen sobre las diversas categorías de los 6r- 
ganos jurisdiccionales. No obstante esta declaración con- 
tenida en la Memoria, lo cierto es que el propio Consejo, 
de la comparaci6n del número de resoluciones o senten- 
cias dictadas por cada órgano jurisdiccional y del prome- 
dio que se ha obtenido como deseable para dictar por 
cada órgano, saca unas consecuencias en la propia Me- 
moria, como podría ser, o al menos parece ser, la de la 
creación de nuevos 6rganos jurisdiccionales, la de la do- 
tación de plantillas de las Salas de las Audiencias. Esto 
respecto a la propia actividad interna del Consejo, por- 
que respecto al pueblo español, a quien en definitiva va 
dirigida esta Memoria, está creando también una idea 
sobre cómo enjuiciar o valorar la labor de la Justicia. 

Se está manejando ya en los medios de comunicación y 
entre el pueblo español la valoración de la actividad de 
cada uno de los jueces que tiene cerca de su domicilio y 
de las Audiencias y órganos jurisdiccionales en definiti- 
va. Es por ello por lo que yo creo que la Memoria debería 
completarse, o por lo menos yo pediría al Presidente del 
Consejo que nos explicara c6mo podría aclararse este 
mensaje que se intenta dar para averiguar qué criterio se 
ha utiljzado para establecer este promedio de resolucio- 
nes por magistrado o por juez; si no sería conveniente 
tener en cuenta,. a la hora de determinar o enjuiciar 
-más que enjuiciar, como se dice en la propia Memoria, 
a la hora. de exponer o de comprobar y controlar los tra- 
bajos de los 6rganos jurisdiccionales-, si no sería conve- 
niente, repito, tener en cuenta también algo que en la 
mañana de hoy se ha puesto aquí de manifiesto, y es que 
hay sentencias de una gran complejidad -hay autos de 
un gran volumen- y hay otras que son muy sencillas. 
Esta mañana se ha hablado aquí de que es mucho más 
difícil, posiblemente, dictar 400 sentencias sobre materia 
de urbanismo que 1.800 sentencias sobre materia de per- 
sonal, sobre todo si algunas de esas sentencias tienen la 
misma cuantía. 
Es por eso por lo que este Diputado cree conveniente 

que se aclare en la Memoria, en lo sucesivo, y quizá que 
se explique en este acto, cuáles son los criterios que se 
han utilizado para valorar ese promedio de trabajo por 
cada tribunal o magistrado, y si no sería necesario tam- 
bién esclarecer más estas valoraciones de los promedios 
de trabajo de cada uno de los órganos jurisdiccionales y 
del promedio que se ha tenido en cuenta. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Huido- 

Tiene la palabra el señor Cañellas. 
bro. 

El señor CANELLAS FONS: Gracias, señor Presidente. 
Sefior Presidente, señor Presidente del Consejo General 

del Poder Judicial, señorías, a este Diputado no le cabe 
ninguna duda de que la soluci6n del problema sobre el 
que va a tratar no es competencia del Consejo General 
del Poder Judicial, pero puesto que la Memoria alude al 
tema, este Diputado, a quien un colectivo de personas 
afectadas de su provincia le ha hecho llegar sus inquietu- 
des, no quiere dejar de recabar la opinión del Consejo 
sobre cómo se puede solucionar el problema de magistra- 
dos suplentes, jueces de provisi6n temporal, sustitutos o 
suplentes que no afecta, según parece ser, solamente a 
6rganos jurisdiccionales, sino incluso también a secreta- 
rios y a oficiales de juzgados que están en esta misma 
situacidn de suplencia casi permanente y que ven sus 
retribuciones muy mermadas, puesto que no cobran ni 
por lo días inhábiles ni por las fiestas. Tienen incluso 
gastos de desplazamiento a los cuales han de subvenir de 
su propio peculio, porque el Ministerio, según parece, les 
ha hecho llegar la noticia de que los presupuestos para 
sus retribuciones están agotados. Están cobrando con 
mucho retraso y eso les preocupa; no tienen una perspec- 
tiva de cómo puede llegar a solucionarse su problema, 
que han expuesto, según me informan, al propio Ministe- 
rio, pero éste no les ha hecho llegar ninguna opini6n de 
c6mo se les puede solucionar ese problema, y hay alguno 
que lleva ocho años de juez suplente, ;o en el mismo 
juzgado, pero sí en un turno rotatorio, y sigue estando en 
la misma situación. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Cañellas. 
Si le parece, señor Presidente del Consejo General, pue- 

de contestar a todas las observaciones del Grupo Parla- 
mentario Popular. 

El señor PRESIDENTE DEL CONSEJOR GENERAL 
DEL PODER JUDICIAL (Sainz de Robles): Con la venia, 
señor Presidente. Empezaremos, puesto que también 
dentro del Grupo ha sido el primero que ha tomado la 
palabra, por el señor Ruiz Gallard6n. 
Yo he contado diez preguntas; voy a tratar de resumir 

las respuestas y espero que esto no impida su claridad. 
La iniciativa legislativa que el Consejo formul6 sobre 

un juicio penal abreviado, correccional, monitorio, como 
se quiera llamar, fue entregada al Gobierno, a través del 
Ministerio de Justicia, a ultimos de diciembre de 1983, y 
no ha habido respuesta. Quizá la respuesta se pueda en- 
Zontrar en el proyecto de Ley de Enjuiciamiento Crimi- 
nal, del que se ha emitido informe y está en estos mo- 
mentos elaborándose por el Ministerio de Justicia, quizá 
para elevarlo a proyecto y venir a esta Cámara. En este 
anteproyecto no se contempla el juicio penal abreviado 
que nosotros propusimos. Sí se admite un proceso de 
irgencia -más que de urgencia de sumaseriedad- para 
os llamados delitos menores. 

Guarda esto gran relación con la crítica que se hace en 
$1 Consejo sobre la Ley 1011980, llamada, no sé por qué, 
a *Ley del mazo#, que no ha dado los resultados apeteci- 
ios, aunque también se habrá observado que en esta Me- 
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moria, 6rgano por órgano, los resultados han experimen- 
tado una gran altura en cuanto a funcionamiento de los 
mismos. 

El Consejo partió, en aquella iniciativa y en esta criti- 
ca, de algo que parece obvio. Primero, no se trata de 
ningún invento, porque en los palses europeos a cuyo 
área de cultura pertenecemos estos procesos existen. Es 
decir, los procesos inmediatos que con el atestado poli- 
cial, sin merma de ninguna garantía, cuando ello es posi- 
ble -y lo es casi siempre con las condiciones que el 
Consejo ha expuesto y que yo diré-, se pueden resolver 
con una gran simplicidad, sea con la f6rmula de remitir 
a un juicio plenario posterior, sea mediante los recursos 
necesarios. Estas ideas son muy claras. 
Por supuesto, partimos una vez más, esto como en un 

uritornello* absolutamente indescriptible, porque ya casi 
aburre al que dice, de que la demarcación tiene que mo- 
dificarse. No volveremos sobre ello, pero hay dos ideas 
enormemente claras. Esto supone que el Ministerio Fis- 
cal ha de permanecer a pie de obra con el propio juzgado 
que tramita de ello. Y la segunda es la Policía Judicial. 

La Policla Judicial ha sido siempre una enorme preo- 
cupaci6n. Entendemos que los términos de la Constitu- 
ción son claros y, sin entrar ahora en la discusión de 
cómo concebimos nosotros una Policfa Judicial orgánica 
y funcionalmente, o funcional y orgánicamente adscrita 
al Poder Judicial, lo cierto es que es indispensable esa 
Policía Judicial. 

Con una imagen, muy tosca quizá, pero muy expresiva, 
le dirla al sedor Diputado que en el momento en que en 
este juicio de la Ley 10/1980 el correccional ideado por el 
Consejo, el urgente que está en el anteproyecto de Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, exista una providencia dicien- 
do: #Dese traslado al Ministerio Fiscal o comuníquese al 
Jefe Superior de Policlan, se ha terminado la efectividad 
de este procedimiento. La cosa parece absolutamente 
clara. Porque los medios que se llaman de loglstica o de 
equipamiento, también necesarios -por ejemplo, la co- 
nexión con los Registros de penados, presos: rebeldes, 
etcétera, del Ministerio de Justicia, o la agilización de las 
notificaciones que ya está dispuesta en el anteproyect-, 
son apoyos ciertamente indispensables, pero estructu- 
rales. La presencia de la Policía Judicial y del Ministerio 
Fiscal son de sustancia. Le he puesto este ejemplo tosco 
porque me parece que los juristas que hay en esta Cáma- 
ra. los que tienen ya experiencia de todo ello, saben que 
en el momento en que exista una salida de papel fuera 
del juzgado, la inmediacioti se ha terminado y,  además, 
el control se hace enormemente difkil. 

La potestad reglamentaria Abre la que ya he hablado 
la ha ejercido el Consejo en la creencia de que el artículo 
5: actual de la Ley VI980 se la otorga con una gran 
parsimonia. Me he referido antes a tres aspectos del ejer- 
cicio de esta potestad reglamentaria relativos a severas 
restricciones en el Estatuto de los Magistrados. La ha 
ejercido también -y con esta respuesta replico al senor 
Cañellas, que ha planteado un tema que me va a permitir 
engarzarlo con esta cuestión- para la provisión tempo- 
ral: la ha ejercido también para reducir la potestad dis- 

crecional en los concursos de acceso a la Magistratura de 
Trabajo, antes designados por el Ministerio de Trabajo 
con carácter absolutamente provisional. El Consejo ha 
modificado el Reglamento de las Magistraturas de Tra- 
bajo para establecer un baremo que objetive la designa- 
ción de quienes hayan de acceder a la Magistratura de 
Trabajo. Es decir, una potestad reglamentaria utilizada 
con cuentagotas y buscando siempre el mejor aprovecha- 
miento de los medios judiciales, con grave quebranto, 
insisto, de los intereses que pudieran ser puramente cor- 
porativos de las Magistraturas y también del Secretario. 

La Escuela Judicial es otro tema, y acabo de advertir 
que en la respuesta que di a otro Diputado he cometido 
un error, porque las retribuciones de los profesores nu- 
merarios están suprimidas. bueno, eran 4.000 pesetas 
mensuales, están suprimidas y se suplen con el poco pre- 
supuesto que tiene pagando las conferencias o ponencias 
que se llevan. Me urgla aclarar esto. Y vuelvo a la potes- 
tad reglamenaria sobre la Escuela. 

Esta potestad el Consejo la ha utilizado en muy canta- 
das ocasiones, fundamentalmente para temas de selec- 
ción, porque, eso sl, ha entendido que la Escuela Judicial 
está directamente conectada a su competencia para la 
selección y perfeccionamiento; directamente conectada. 
No es posible pensar en una selección y, sobre todo, en 
una formación del Juez-Secretario, por ahora, Ministerio 
Fiscal - q u e  esta en otro régimen estatutario- e incluso 
personal auxiliar colaborador de la Administración de 
Justicia, si esa formación no era una obligación del pro- 
pio órgano de gobierno del Poder Judicial que, al mismo 
tiempo que asumla esa competencia, asumía esa respon- 
sabi lidad. 
Su sedoría sabe perfectamente que yo no me he rebo- 

zado en criticar que la Escuela Judicial ha sido uno de 
los puntos negros del Consejo, pero tampoco ha sido muy 
boyante cuando antes de constituirse el Consejo la Escue- 
la Judicial ha estado en manos de Gobiernos anteriores, 
porque la Escuela Judicial, desde siempre, ha estado ads- 
crita al Ministerio de Justicia. El planteamiento es muy 
sencillo: la formación del juez corresponde al órgano de 
gobierno del Poder Judicial, o a quien, en definitiva, se 
decida. Este tema no lo vamos a tacar; yo explico lo que 
el Consejo ha hecho hasta ahora. Es decir, asumir esa 
responsabilidad y saber que el Juez se forma y se perfec- 
ciona de la mano de las competencias de quien tiene que 
responsabilizarse por el funcionamiento de la justicia. 

Con todo, los retoques del Reglamento de la Escuela 
han sido sumamente pequedos, quizá se ha modificado 
lo indispensable para realizar esta función, de lo cual el 
Consejo no se puede sentir satisfecho, y si se siente satis- 
fecho es gracias al sacrificio de los profesores de la Es- 
cuela Judicial, de su Director e incluso de su personal 
administrativo, en lo poco que se puede sentir satisfecho 
creo que es algo que debe mover a reflexión sobre cosa 
tan sencilla, a su vez, como que la formación del juez 
corre a cargo de los Poderes públicos que tengan asumi- 
da esa competencia: que al ciudadano se le tiene que dar 
un juez formado y que ese juez, además, tiene que estar 
constantemente perfeccionado. Como dije antes, en esta 
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materia sí creo que el Consejo ha desbordado todos los 
planteamientos anteriores. 

Realmente el pleno del Tribunal Supremo para el CO- 

nocimiento de los recursos contencioso-administrativos 
constantes del Consejo, y está expuesto con claridad en 
la Memoria, es un fracaso. Un tribunal de 62 personas 
para dilucidar un tema, que puede ser gravísimo -pue- 
de ser la separaci6n de un magistrado o la postergación 
en un escalafón- no funciona, no puede funcionar. En- 
tonces, creo y espero que la solución que el proyecto pro- 
pugna de residenciar esto en una Sala, como los actos del 
Consejo de Ministros, como los actos de los Ministros, es 
la única solución apropiada. 

Lo que sí entiendo, y lo dice la Memoria, es que esto es 
de una urgencia suma. Si se quiere que un instrumento 
tan fino como que el propio Juez controle la actividad 
administrativa de su órgano de gobierno, que creo que es 
un instrumento de una finura jurfdica extraordinaria y 
que supone someter al órgano de gobierno al mismo régi- 
men de control que todos los poderes del Estado, no se 
nos frustre por un órgano inadecuado. 

Evidentemente, el Consejo tendrfa que agradecer que a 
él se le hubiera dado, con este catálogo de precedencias 
administrativas judicial que ha sido siempre la compe- 
tencia en materia de jurisdicción contencioso-adminis- 
trativo, el más alto rango: lo agradece. Pero está compro- 
bando que el instrumento no sirve y que incluso, y perdo- 
ne el señor Presidente en la Cámara: si este Presidente, 
unomine propriom, pudiera hacer una iniciativa legislati- 
va, sería ya el que el conocimiento de estos recursos pa- 
sara a una Sala. 

En cuanto a las relaciones con el Defensor del Pueblo, 
S .  S. sabe que su Ley Orgánica las establece sólo a través 
del Ministerio Fiscal. Pero consciente el Consejo de que el 
Defensor del Pueblo, como así ha sido, puede ser un ca- 
nal importantísimo de noticias sobre lo que acontece en 
la Administración de Justicia a través de las quejas que 
recibe, ha creado, y en el Reglamento orgánico del Defen- 
sor del Pueblo ya está -pero lo creó antes el Consejo- 
un Vocal delegado de relación permanente c6n el Con- 
sejo, de suerte que, con independencia de las comunica- 
ciones que se reciban del Ministerio Fiscal, el Consejo 
tenga una relación permanente con este organismo. Sola- 
mente por la fuente de conocimientos que representan 
las quejas del Defensor del Pueblo valdría la pena poten- 
ciar, e incluso temporalmente valorar, el resultado de 
estas actuaciones. 

Con el Tribunal Constitucional realmente no hay nin- 
guna relacibn. Yo he oído al Presidente del Tribunal 
Constitucional quejarse, no en este punto, sino en gene- 
ral, de la poca relación que hay entre los órganos consti- 
tucionales del Estado, pero desde el punto de vista del 
funcionamiento realmente no está prevista ninguna. El 
Consejo no tiene más relación con el Tribunal Constitu- 
cional que la que institucionalmente procede, y que Dios 
quiera que jamás se cumpla, y ya sabe S .  S. a cuál me 
refiero. Por lo demás, en lo personal son óptimas la co- 
municación e incluso la facilitación de resoluciones, que 

durante mucho tiempo no se publicaron y que llegaron 
al Consejo: en lo demás no existe. 

Me dijo antes que no había contestado a una pregunta 
concreta del señor Xicoy sobre la relación del Ejecutivo 
respecto al Presupuesto que hoy, según creo, ha entrado 
en esta Cámara. No he dado respuesta porque no la co- 
nozco. Por tanto, no le puedo responder, pero tengo que 
decirle lo mismo que dije al señor Xicoy: esto ya pasó, y 
a partir de ahora es en esta Cámara donde se ha de deci- 
dir lo que se puede y debe dar a la Justicia, lo que no se 
le puede o no se le debe dar. 

Realmente sobre la reforma reciente de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil no ha habido tiempo para detectar 
los problemas graves que va a plantear. Sin embargo, 
cuando se publicó, que fueron bastantes días antes que 
en el *Boletín Oficial del Estado. en el *Boletín. de esta 
Cámara, el dictamen aprobado y, por tanto, la ley, se 
mandaron a todos los Presidentes de Audiencias Territo- 
riales, temiendo, como sucedió, que la ley se publicase en 
agosto, con objeto de que tuvieran primera información 
de lo que la ley era, advirtiéndoles que era necesario 
hacer un estudio no sólo de lo que comportaba esa ley, 
sino de los graves problemas que en el territorio se podía 
presentar, a saber; el ensanchamiento de competencias 
de los juzgados de distrito, que prácticamente era nula 
en lo civil, y, sin embargo, de repente va a asumir una 
cantidad ingente de demandas y de pretensiones, lo cual 
-y vuelvo otra vez a referirme también al señor Cañe- 
llas- planteaba el problema de los juzgados de distrito 
sin cobertura. Posiblemente éstos tampoco van a tener 
excesiva competencia, pero va los colores son completa- 
mente distintos cuando se puede ver una demanda de 
500.000 pesetas con estrépito judicial. 

A continuación de esto ya se van recibiendo las prime- 
ras comunicaciones de los Presidentes, se piensa tener 
una reunión con todos ellos, tratando de llegar a una 
unificación de criterios respetando siempre la potestad 
de cada juez, y vamos a procurar que allí donde los me- 
dios sean insuficientes, personales o materiales, se doten 
estos medios, pero ya con un conocimiento serio de los 
problemas que plantean. Sabe S .  S .  que cuando una ley 
aparece en el aBoletínu y nos ponemos a especular sobre 
ella empezamos a ver unos grandísimos problemas que 
luego no se producen en la realidad y, en cambio, proble- 
mas que no hemos ni olfateado se abalanzan sobre noso- 
tros como auténticos vampiros. Entonces, dentro de tres 
meses habrá una experiencia, entiendo, insuficiente, pero 
no bastante para propugnar los reajustes que dentro de 
la propia Ley se puedan hacer. 

Respecto de los temas de demora de las causas con 
preso, me dice S .  S. que le preocupa la intervención de 
sus compañeros de profesión fuera de esta Cámara. Yo no 
puedo sino atenerme a los datos, y los datos están ahí 
expuestos de una manera clara y categórica: el porcen- 
taje de causas que están rctenidas por las defensas. A 
veces, no diré que con razones justificables, con razones 
explicables, sobre todo en el umbral del segundo trimcs- 
tre de 1983. Sí quiero decirle una cosa: que con indepen- 
dencia de las actividades que los colegios profesionales 
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han emprendido para eliminar esta corruptela, que me 
consta que se han emprendido seriamente, dicho sea en 
honor de los colegios, tampoco exonero a los tribunales 
de responsabilidad, porque medios tienen, aunque sean 
insuficientes, para que esta corruptela no se produzca. 

Sin que sirva esto como descargo tampoco, pero sí co- 
mo explicación, quiero recordar S. S. que la entrada en 
vigor simultáneamente de las dos leyes de Reforma del 
Código Penal y de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
todas ellas entrando en vigencia casi al terminar julio de 
1983, ocasionaron una avalancha de trabajo sobre los 
juzgados, que ha podido motivar algún desfase de los 
números de esta estadística. Por tanto, ya advertirá que 
hablo de hechos y que tampoco excuso lo que a nosotros 
nos corresponda, y no me corresponde hacerlo sobre los 
colegios pmfesionales. 

No tengo información que le pueda dar sobre cómo 
funciona el servicio de asistencia al letrado. (Risas.) Per- 
dón, de asistencia al detenido. El .lapsus* puede tener 
otras implicaciones que no son del caso; algunas veces el 
pobre letrado también necesita que le asistan. No tengo 
información seria que le pueda dar sobre esto. En reali- 
dad, quizá este problema lo englobáramos con el ante- 
rior si se hiciera un análisis a fondo, que no se ha hecho, 
y la sugerencia queda recogida, porque, entendiendo por 
asistencia letrada esa asistencia en toda su plenitud, qui- 
zá gran parte de esos retrasos en la calificación puedan 
detectarse por el mismo mecanismo. 

¿Las competencis de los Juzgados de Familia? En efec- 
to, esto es así. Yo creo que la creación de los Juzgados de 
Familia, o mejor dicho, de los Juzgados de Primera Ins- 
tancia que llevaban los asuntos de familia, se hizo un 
poco urgida por circunstancias que no dependían exacta- 
mente del conocimiento de la realidad, entre otras cosas 
porque esa realidad ni se sabía cuál iba a ser ni se había 
pulsado; las informaciones eran verdaderamente desme- 
suradas. Hoy tenemos Juzgados de Familia que no tienen 
la competencia necesaria -me refiero a la competencia 
de carga competencial- y, en cambio, hay otros que 
están desbordados. Esta modificación se tiene que hacer 
inmediatamente, incluso pensando en que algunos de 
ellos entren al reparto con otras dependencias. El Con- 
sejo estudiará esto para no tener que dar marcha atrás, 
pero que conste, señor Diputado, que el tema está en la 
cartera del Consejo desde hace bastante tiempo. 

Setior Huidobro, el Consejo, cuando estableció como 
pauta de su actuación un módulo de trabajo de cada uno 
de los órganos jurisdiccionales, naturalmente tuvo que 
atenerse a criterios objetivos, hubo de tener en cuenta las 
gravísimas disfunciones y los gravísimos errores que se 
podían cometer cuando se establecía que un determina- 
do órgano jurisdiccional debía llegar a 125 sentencias, a 
175, a 200, según la naturaleza de los asuntos. Pero esto 
era indispensable si se quería empezar a andar con una 
plantilla seria y por una demarcación seria. ¿Qué se tuvo 
en cuenta para ello? Se tuvo en cuenta el rendimiento 
que normalmente debe ser exigible a un funcionario judi- 
cial, como a los restantes funcionarios del Estado. Enton- 
ces, evaluando el contenido global de cada una de las 

órdenes jurisdiccionales y circunstancias concomitantes 
-por ejemplo, que el juicio oral es inevitable en la esfera 
penal y laboral, que la mayor parte de las apelaciones 
civiles conllevan vista, por no decir todas, y que, en cam- 
bio, la contencioso-administrativa casi nunca lleva vista 
obligatoria-, se establecieron esas fórmulas convencio- 
nales y, por supuesto, rectificables. 

De hecho la rectificación se ha producido, y precisa- 
mente esta mafiana yo he recibido una comunicación de 
la Audiencia Territorial de Burgos diciendo que están 
equivocadas las estadísticas de la,Sala de lo Civil. Natu- 
ralmente, se hará como siempre, esa rectificación apare- 
cerá en nuestro aBoletln., pero quede claro de antemano 
que lo mismo que en Burgos se ha podido producir en 
otras Audiencias. Esto es lo que' ha permitido también 
ver qué órganos no llegaban al rendimiento óptimo y 
adoptar las medidas disciplinarias o correctoras que son 
necesarias. Y, sobre todo, esto es lo que ha movido a 
pedir la creación de más órganos allí donde se necesiten, 
la base objetiva que ello supone. 

Ahora bien, naturalmente que esto, al individualizarlo, 
puede producir agravios comparativos no justificados, 
puede producir, caso de Burgos, errores que se justifican 
y se corrigen, y puede producir también irritación. Por 
tanto, yo rogaría que este tema se planteara en dos esfe- 
ras: en el nivel objetivo del funcionamiento de la justicia, 
que es éste, y en el nivel de imputación personal que se 
ve en el Servicio de Inspección, cuando ha lugar, y en la 
sección disciplinaria, y que no se mezclaran los dos te- 
mas. Sin un instrumento como éste, señor Huidobro, no 
habrfa podido ni siquiera plantearse con seriedad la 
creación de un órgano judicial o la supresión de un ente. 
Se corregirá al hilo de las circunstancias, pero créame 
que no hubiera habido otro procedimiento serio y objeti- 
vo que éste. 

El sefior Cadellas ha planteado un problema gravlsi- 
mo, pero quisiera separar aquí varios problemas y varias 
situaciones: una, la de interinidad. El interino es un fun- 
cionario que cubre una plaza de plantilla vacante, sin 
más. Estas situaciones de vacantes legalmente no deben 
durar más de seis meses. Es una situación que hoy pro- 
duce efectos sociales, gracias a Dios, que muchas veces se 
prorroga indebidamente, ya no tan gracias a Dios, por la 
fuerza de las circunstancias, pero una situación perfecta- 
mente establecida y estereotipada en la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, en su Reglamento y en la Ley Orgánica 
de la Función Pública que hasta ahora manejamos. 

El problema de las sustituciones (cuando en vez de 
esta fórmula a nivel de magistrados casi siempre se hace 
de esta segunda, que es prórrogas de jurisdicción o comi- 
siones de servicio), también es un asunto tratado legisla- 
tiva, reglamentaria y presupuestariamente. Otra cosa es 
que si los créditos son insuficientes se tarde en cobrar. 
Yo le aseguro a usted que yo cuando era juez he tardado 
a veces en cobrar tres atios, pero he cobrado, y el juez ya 
cuenta con eso. Lo que se requerirfa es un estudio, que en 
parte arranca de esos módulos y de esa distribución de 
6rganos, para que los presupuestos fueran suficientes. 

Distinto completamente es el régimen de provisión 
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temporal. La idea que tuvo el Consejo a finales del ano 
1981 era enormemente clara. Resulta que al terminar los 
presupuestos, por razón de vacantes en plantilla, había 
devoluciones porque no se habían podido cubrir estas 
plazas y, consiguientemente, había que devolver a Ha- 
cienda una cantidad de dinero correspondiente a las pla- 
zas vacantes. Sin embargo, esa cantidad se había presu- 
puestado porque se estimaba necesaria para la Adminis- 
tración de Justicia. La conclusión era clara. Si la Justicia 
necesita esa cantidad, a la Justicia debe revertir, sin in- 
crementar el presupuesto. Entonces se ideó el sistema de 
provisión temporal, que son contratos de un año para 
jueces y secretarios, prorrogables por otro, que devenga- 
rían, naturalmente, con arreglo al sueldo sólo de la plaza 
desempefiada durante todo el tiempo que la ejercieran. 
La respuesta no fue satisfactoria, porque en vez de la 
plaza desempeñada se acudió al sueldo inicial de la ca- 
rrera, con lo cual un magistrado del Tribunal Supremo 
en este régimen, equivalente a la suplencia -porque el 
régimen lo aceptaba-, cobraba lo mismo que un juez de 
ingreso. 

Pero con independencia de esa respuesta insuficiente, 
lo que ha sido todavía mucho más insuficiente, y que no 
acabo de comprender, es el sistema (no del Ministerio de 
Justicia, porque entiendo que incluso el Ministerio de 
Justicia ha interpuesto ahora un recurso contra la deci- 
sión de la Intervención) de que sólo se cobrara por días y 
que, por tanto, los funcionarios en este régimen ni tenían 
vacación semanal ni tenlan vacaci6n mensual. Esta ra- 
zbn todavía no la comprendo. Naturalmente esto ha da- 
do lugar a abandono de funcionarios muy valiosos que 
estaban desempeiiando puestos de pequeña cuantía; pero 
proporcionando gran satisfacción y gran cercanía al jus- 
ticiable. Yo espero que este tema se resuelva porque si 
no, el sistema, que estaba muy ideado y que cumplía 
perfectamente su misiorí de resolver momentáneamente 
cuestiones temporales, va a fracasar, y creo que, además, 
fuera incluso del ámbito judicial no se concibe que un 
senor que trabaja, y que en el caso de los juzgados de 
instrucción y de distrito está permanentemente disponi- 
ble, también los domingos, y al que pueden llamar a las 
tres de la madrugada para levantar un cadáver aunque 
al domingo siguiente no vaya al juzgado, creo que esto ni 
en la esfera judicial ni en ninguna es tolerable ni admisi- 
ble. Espero que con la decisión del Ministro de Justicia, 
en este caso favorable, porque él lo conoce muy bien de 
su epoca en el Consejo, esta situación se resuelva como 
yo creo que en justicia se debe resolver, pero es tema 
también «sub iudicem, senor Caiiellas. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Socialista tienen 
la palabra, por quince minutos, los setiores Granados, en 
primer lugar, y Sotillo, después. 

El señor GRANADOS CALERO: Gracias, señor Presi- 
dente. 

Haciendo uso del precedente que se ha producido en la 
mañana de hoy, respecto a determinados portavoces de 
los Grupos Parlamentarios que me han precedido en el 

uso de la palabra, de hacer una crítica somera a la Me- 
moria, nuestro Grupo tiene también que manifestar su 
opinión al respecto. 

La Memoria, en conjunto, setior Presidente, del Con- 
sejo del Poder Judicial, nos parece que sigue adoleciendo 
de algunas deficiencias y contiene una escasez de crítica 
respecto de un tema que seguimos considerando funda- 
mental a la hora de explicar, que no justificar, el estado 
de semiparálisis de la Administración de Justicia a muy 
distintos niveles, y no me refiero ya solamente al nivel de 
los órganos unipersonales. 

Respecto al primer punto, el de las carencias que ob- 
servamos, tendría que decir que una de ellas - q u e  espe- 
ramos que sea subsanable a muy corto plazo- se refiere 
a la cumplimentación por parte del Consejo de aquellas 
resoluciones que los distintos Grupos de la Cámara arti- 
cularon como consecuencia de la comparecencia de S. S .  
y de los demás Consejeros el pasado día 7 de junio. Si 
bien es cierto que todos los Diputados de la Comisión de 
Justicia tenemos la comunicación de las razones físicas 
de por qué no se ha podido incluir en esta MemoFia, nos 
parecía que, al menos, podía haber sido objeto de aten- 
ción a través de un informe adicional o complementario 
a la Memoria que se hubiera presentado. 

De las otras dos carencias, una de ellas se refiere a la 
ausencia que contiene la Memoria de un aspecto no fun- 
damental pero sí importante -que, desde luego, no hay 
que menospreciarlo respecto a las demás actividades y 
competencias del C o n s e j e ,  que está constituida por 
aquel cúmulo de reclamaciones que los funcionarios de 
la carrera judicial plantean dentro de esa, digamos, vía 
administrativa previa que cede paso al posterior recurso 
contencioso-administrativo por cuestiones de personal. 
Es notorio que se ha producido en este año anterior cier- 
to número de reclamaciones, tanto por jueces o magistra- 
dos que están reclamando derechos individualizados, co- 
mo por determinados colectivos de jueces o magistrados, 
que de esa manera están también interesando amparo al 
Consejo para solucionar determinadas posiciones legíti- 
mas. No sabemos, por tanto, ni la naturaleza ni el núme- 
ro de estas reclamaciones, cuáles han desembocado en 
un posterior recurso contencioso-administrativo y cuáles 
otras no, y entendemos que éste es un aspecto que debie- 
ran cubrir las futuras memorias que se presenten. 

Como última carencia, yo apuntaría la necesidad que 
se tiene -a la vista del manejo de lo que ya es un tomo 
de más de 500 páginas, gran parte de las cuales están 
ocupadas con unos datos estadísticos, siempre necesa- 
rios, evidentemente- de que al final de la Memoria haya 
unas conclusiones, donde se establezcan y se especifi- 
quen las críticas que el propio 6rgano rector del Poder 
Judicial hace, en definitiva, a lo que antecede en el libro 
que ha editado de la Memoria. Es decir, que apunte los 
fallos, que apunte posibles soluciones, en definitiva, que 
haga una crltica valorativa del contenido de la Memoria, 
lo cual sería muy útil para agilizar después estas compa- 
recencias y las intervenciones de los señores Diputados. 

Habla dicho que la Memoria, desde nuestro punto de 
vista, tenía también una grave deficiencia respecto de un 
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contenido crítico a un aspecto fundamental. Señor Resi- 
dente del Consejo, este aspecto fundamental está deter- 
minado como consecuencia del acuerdo que el propio 
Consejo adoptó, y así vino reflejado en la Memoria de 
1981, de establecer unos mtkiulos minimos y máximos de 
actividad de los órganos judiciales que, desde nuestro 
punto de vista, están objetivamente reflejados en la Me- 
moria. Es de agradecer a la Comisión disciplinaria la 
valentía de analizar órgano por órgano esos índices de 
actividad, que, por lo que se refiere a las salas de lo Civil 
y de lo Contencioso-Administrativo en las audiencias te- 
rritoriales, suponía un mínimo de 125 sentencias por ma- 
gistrado y ano, y en las audiencias provinciales y Seccio- 
nes de lo Penal se estableció un mínimo de 150 resolucio- 
nes por ponente. 

Pues bien, si analizamos las estadísticas incluidas en 
esta Memoria, observamos que por lo que respecta a las 
salas de lo Civil de las Audiencias Territoriales, de las 
veintitrés salas existentes, sólo catorce han cumplido el 
módulo mínimo, quedando, por tanto, nueve que lo in- 
cumplen, lo que supone un 40 por ciento del total. Res- 
pecto de las salas de lo Contencioso-administrativo, de 
las veintiuna existentes no alcanzan el módulo mínimo 
nueve, lo que supone el 43 por ciento del total. Y si exa- 
minamos las Audiencias Provinciales, de las setenta y 
nueve que están relacionadas en la Memoria, cuarenta de 
ellas no alcanzan el módulo, lo que supone un 51 por 
ciento del total. 

En consecuencia, las salas que no alcanzan el módulo 
mínimo arrojan este pesimista resultado, y lo decimos no 
con ánimo de enmendar la plana a la Memoria, pero sí 
con la sana intención de adicionar datos que entendemos 
han de tener mucho interés para el público en general, 
para el pueblo. 

En las Audiencias Territoriales, las salas de lo Civil 
tenían, al finalizar el año 1983, 8.066 asuntos pendientes, 
las salas de lo Contencioso tenian, al finalizar el mismo 
período antes dicho, 9.274 asuntos pendientes y, en las 
Audiencias Provinciales, el total de asuntos pendientes al 
acabar el año 1983 era de 10.529. 

Este preámbulo e introducción me lleva a lo que es el 
punto central de mi pregunta al señor Presidente del 
Consejo General del Poder Judicial. Visto que evidente- 
mente hay muchos tribunales colegiados que no cumplen 
satisfactoriamente este mínimo, que incluso en la página 
85 de la Memoria (al analizar, y pongo como ejemplo 
extremo, el rendimiento de la Sala de lo Civil de la Au- 
diencia Territorial de Cáceres, con una estimación de 
80,6 ponencias al año por magistrado) se dice textual- 
mente que la cifra de actividad más baja de todo el país 
corresponde a esta Audiencia Territorial, aspecto que ya 
se destacaba en la Memoria de 1983, mi pregunta es si 
estos módulos, señor Presidente, se han dictado como un 
aspecto indicativo, orientativo o tienen el valor de una 
resolución~del Consejo que debe ser cumplida, en cuvo 
caso cabría preguntarse qué medidas adopta, ha adopta- 
do o piensa adoptar el Consejo para que esta exigencia 
sea una realidad, y no se dr! incluso la desigualdad, que 
yo comprendo que entre los propios magistrados pueda 

resultar a veces hasta irritante, de ver cómo unos se es- 
meran quizá por encima de lo normal, y sin quizá porque 
está demostrado estadísticamente, mientras otros siguen 
permanentemente sin alcanzar este mínimo. 

El segundo aspecto viene relacionado con la actuación 
disciplinaria del Consejo. Es una materia en la que natu- 
ralmente por su importancia tenemos siempre que inci- 
dir. Se dice que, si no se aprecia la existencia de un 
retraso anormal en la actividad inspectora respecto del 
órgano inspeccionado, las diligencias iniciales de tipo 
disciplinario, que en principio se incoan, se sobreseen. Si 
se aprecia que realmente se han producido retrasos 
injustificados, de los que puedan ser responsables jueces, 
magistrados o personal colaborador, se inicia el oportu- 
no expediente disciplinario. A continuación se termina 
diciendo: Y si se estima que, aun existiendo retrasos, 
éstos son debidos a la falta de personal o de medios, 
número excesivo de asuntos u otras causas no imputa- 
bles a los funcionarios, se propone a la Comisión Perma- 
nente del Consejo la adopción de las medidas que se esti- 
men convenientes para tratar de subsanar las deficien- 
cias. Evidentemente, si vemos la realidad de cada tribu- 
nal, en muy pocos podríamos llegar a la conclusión de 
que están suficiente o generosamente dotados, para em- 
plear una palabra todavía más amplia. 

Mi pregunta, señor Presidente del Consejo, es cuáles 
son los criterios objetivos, que me imagino que deben 
estar establecidos por el Consejo, que definen cuándo hay 
un retraso anormal y cuándo no hay esta anormalidad. 
Me imagino que estará también, y en relación con la 
anterior pregunta, en función de que se cumpla o no por 
el órgano inspeccionado ese nivel mínimo de laboriosi- 
dad que el propio Consejo ha exigido. 

La tercera pregunta, señor Presidente, quiero que sea 
una especial llamada de atención para un problema real- 
mente agobiante a grados extremos, y que está aludido 
en la página 111 de la Memoria en poco más de quince 
líneas. Se refiere a la situación de los juzgados de Prime- 
ra Instancia de Madrid. La situación de los juzgados de 
Primera Instancia de Madrid se define con un rendimien- 
to óptimo -extremo que yo no pongo en duda-, pues se 
han dictado alrededor de 1.600 resoluciones en procedi- 
mientos contenciosos. Me imagino que estadísticamente 
quizá más de un 70 por ciento se refiera a sentencias 
dictadas en procedimientos ejecutivos, gran parte de los 
cuales serán sin oposición, con lo cual son sentencias ya 
impresas a expensas de rellenar los datos, por lo que el 
margen de maniobra para el estudio y resoluciones res- 
tantes queda bastante disminuido, pero la realidad es así 
de dolorosa, señor Presidente del Consejo. Hay juzgados 
en Madrid, y pongo como ejemplo el número 16, que 
tienen sentencias pendientes de dictar desde el ano 1980. 
Esta es una situación que naturalmente debe desquiciar 
al justiciable, que está esperando cuatro años, después de 
acabado su pleito, para que el juez le dicte sentencia. 

Creo que por su gravedad, porque está en obierta coli- 
sión con el artículo 24 de la Constitución, es un problema 
que yo creo, con todos los respetos, que no se puede des- 
pachar con quince líneas en la Memoria, y quisiera que 
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S. S. me dijera si se han adoptado, o se van a adoptar en 
un futuro, medidas para acabar con esta situación de 
parálisis respecto a resoluciones, sentencias pendientes 
de dictar durante cuatro arios, y no únicamente en ese 
juzgado que he puesto como ejemplo. 

Nada más y muchas gracias. 

El seiior PRESIDENTE: Muchas gracias. 
Tiene la palabra el seíior Sotillo. Le ruego que sea su- 

cinto. 

El seíior SOTILLO MARTI: Señor Presidente del Con- 
greso, seiior Presidente del Consejo General, vayan mis 
primefas palabras para agradecer la presencia del Con- 
sejo, en la persona de su Presidente y de los Consejeros, 
en este acto que repetimos cada aiio, no con un carácter 
protocolario o simplemente de cumplimiento legal, sino 
de colaboración estrecha y de información lo más com- 
pleta posible de la situación del estado de la Administra- 
ción de Justicia. 

Me voy a referir a seis temas concretos expuestos en la 
Memoria, con la máxima brevedad. En primer lugar, en 
la página 169, y referido a proceqos matrimoniales -lo 
que guarda relación con los juzgados denominados de 
Familia, más exaqtamente &Primera Instancia que tie- 
nen atribuidos los pleitos relativos a familia-, se hace 
una afirmación que nos gustaría ver explicada. Se dice: 
De aquí que no parezca ocioso pensar en la pertinencia 
de reconsiderar la legislación actual en la materia en la 
lfnea de una ampliación de las soluciones consensuales, 
que pusiera definitivamente la oferta legal a la altura de 
la verdadera demanda social. ¿Quiere esto decir que el 
Consejo es partidario, en la Memoria, de ampliar los su- 
puestos de mutuo consenso en los pleitos matrimoniales? 

La segunda cuestión es la relativa a algún tema que 
también ha salido en el curso del debate. Ciertamente las 
reformas legislativas que se han ido produciendo atri- 
buyen un grado competencia1 a los órganos jurisdiccio- 
nales muy importante. Cada reforma legal que se hace en 
nuestro país, como debe ser en un Estado social y demo- 
crático de Derecho, atribuye al poder judicial y a los 
órganos jurisdiccionales, a cada juez personalmente, un 
grado de competencia mayor. Ejemplo de esto último 
sería la reforma de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Es 
cierto que es pronto para establecer un análisis de sus 
resultados pero, señor Residente, nosotros tenemos in- 
formación relativa a que algunos de los jueces no están 
presentes en el acto de comparecencia previa establecido 
en la reforma o que las citaciones y notificaciones no se 
hacen con el nuevo sistema. Eso puede producir un cierto 
retraso que repercute en las estadísticas que la propia 
Memoria ofrece. Por tanto, quizá sea oportuno empezar 
ya esas reuniones que el Consejo quiere establecer para 
unificar criterios en esta materia, en la necesidad de uti- 
lizar el mecanismo legal en provecho de una mejor y más 
rápida Administración de Justicia. 

Tercer tema, seíior Presidente del Consejo. La página 
47 de la Memoria se refiere a lo que denomina plan míni- 
mo de dotaciones presupuestarias. Nosotros, que esta- 

mos completamente de acuerdo con los deseos expuestos 
en ese plan, querríamos conocer - q u i z á  en la próxima 
Memoria- un detalle exacto de las dotaciones presu- 
puestarias del mismo, puesto que, de lo contrario, hablar 
de una cifra como es la del 20 por ciento, o de las cifras 
genéricas que se emplean en él, puede parecer una canti- 
dad taumatúrgica que no está estructurada en un deter- 
minado plan de inversiones, de construcciones, de insta- 
laciones, en definitiva de personal, que dé como resulta- 
do la cifra fijada en ese plan mfnimo de dotaciones pre- 
supuestarias. De acuerdo completamente con la filosofía 
del plan mínimo de dotaciones presupuestarias, pero 
previamente es necesario conocer lo que llamamos +e 
un modo un tanto cursi- el presupuesto por programas, 
que dé como resultado las cifras giobales que se estable- 
cen en el plan anualmente. 

En cuarto lugar, nos gustaría conocer la colaboración 
de los informes sobre anteproyectos de ley del Consejo. 
Lo digo, señor Presidente, porque no sería bueno que 
profesionales o departamentos universitarios se atribuye- 
ran alguna tarea en relación con los informes sobre los 
anteproyectos de ley, que corresponden exclusivamente 
al Consejo. 

En quinto lugar, en relación con la selección del perso- 
nal, en la página 21 1 y siguientes de la Memoria se esta- 
blece una información sobre los sistemas de selección, 
fundamentalmente el sistema de oposiciones. Yo quiero 
hacer notar que, por ejemplo, en magistrados de lo Con- 
tencioso-administrativo, las oposiciones se convocan el 
14 de septiembre de 1983 y se nombra el tribunal el 25 
de abril de 1984. En relación con la carrera judicial, en el 
año 1982 se convocan las oposiciones el 21 de julio y 
finalizan en noviembre de 1983. En la convocatoria de 
1983 se convoca el 27 de julio y dan comienzo los ejerci- 
cios el 10 de marzo de 1984. En relación con el secreta- 
riado de la Administración de Justicia y referido al año 
1983, se convocan las pruebas el 22 de junio y dan co- 
mienzo los ejercicios el 20 de marzo de 1984. Con respec- 
to a los agentes judiciales, el acuerdo de convocatoria 
lleva fecha de 20 de julio de 1983 y el comienzo de las 
pruebas se dice que será alrededor de septiembre u octu- 
bre de 1984. 

Quiero aportar estos datos cronológicos porque ponen 
de relieve un cierto retraso en la agilizacioti de todos los 
trámites para la cobertura de las vacantes. En cuanto al 
sistema de cobertura de vacantes, de acuerdo con lo ex- 
puesto en la página 32 de la Memoria, entre las vacantes 
existentes y las de nueva creación, con arreglo a las pre- 
visiones realizadas, será preciso cubrir un total de casi 
mil plazas en la carrera judicial. Partiendo de la hipóte- 
sis más favorable de que las próximas convocatorias de 
oposiciones incluyan 200 plazas - c i f r a  más alta de las 
incluidas en convocatorias anteriores en los últimos 
años- y que se cubran todas -lo cual no parece posible 
según la propia Memoria-, el tiempo que nos llevarla 
este sistema, con los datos cronológicos que he mencio- 
nado antes, sería extraordinariamente dilatado. Esto se 
refuerza si se tiene en cuenta que, en la actualidad, el 
propio Consejo General del Poder Judicial se ha encon- 
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trado en la necesidad de cubrir órganos judiciales con 
personas que no pertenecen a la carrera judicial, tal co- 
mo pone de relkve la articulaci6n por el Consejo del 
sistema de magistrados, jueces y secretarios en régimen 
de provisi6n temporal. 
Nos gustaría saber también el nomero de jueces, ma- 

gistrados y secretarios que han actuado en 6rganos judi- 
ciales en dicho régimen de provioi6n temporal y el rendi- 
miento que parece haber sido positivo según se deduce 
de las palabras del Presidente del Consejo. Tal como ex- 
presa la Memoria, dicho sistema de cobertura parece ne- 
cesario en la situaci6n actual. Por tanto, nos gustaría 
conacer el número de los que están en esa situaci6n y su 
localizaci6n por audiencias terri toriales para saber d6n- 
de están las carencias. Como consecuencia de ello se ha 
tenido que recurrir a ese sistema y a todos los otros siste- 
mas de prórrogas de jurisdicción o sustituciones a que ha 
hecho referencia el señor Presidente. 

Ese dato del sistema de cobertura que la Memoria ofre- 
ce está ligado al rendimiento de determinados juzgados o 
tribunales. La retribución de un juez de ingreso es simi- 
lar a la de un catedrático de Universidad con dedicacidn 
exclusiva. Un magistrado del Tribunal Supremo o un 
Presidente de Sala del Tribunal Supremo tiene una cifra 
de ingresos similar a la de un Director General de la 
Administracioti del Estado. Es decir, con estas cantida- 
des, que están también en la dotación de medios perso- 
nales, es imposible la cobertura por el sistema que la 
Memoria recoge estadísticamente, y ha sido preciso que 
el Consejo vaya a otros sistemas que o están en el Estatu- 
to orgánico de la carrera o han sido potenciados por el 
Consejo. 

Por último, señor Presidente del Consejo, sabe que he- 
mos insistido permanentemente en todas las compare- 
cencias en el tema de la Escuela Judicial, que ya ha sido 
tratado en intervenciones anteriores. Nos sigue preocu- 
pando por cuanto la Escuela Judicial debe ser - c r e o  que 
ésas han sido sus palabras- el mecanismo fundamental 
de formaci6n, tanto de los opositores -por llamarles de 
alguna manera porque la tcrminologia no está clara, no 
se sabe si son aspirantes, opositores o no son nada por- 
que pueden su'spender y por tanto no sirve para nada el 
hecho de la oposición- como de los jueces, tema al que 
la Memoria sí hace referencia y en el que se han dado 
pasos muy importantes para el próximo ario. Los cursos 
siguen siendo muy breves. Quizá mecanismos distintos, 
como puede ser abrir el profesorado a la participación de 
profesionales de la Universidad, etcétera, puedan ser úti- 
les en la medida en  que podemos disponer en estos mo- 
mentos de un plantel de personas que pueden dar una 
formaci6n importante en la Escuela Judicial. 

Si ese mecanismo no funciona, señor Presidente, y 
coincidimos con usted, es inútil pretender que en el siste- 
ma actual, cuando un chico con veintitrés años va a un 
Juzgado importante y tiene una determinada cantidad 
de trabajo, eso le puede permitir una formación serena y 
una experiencia que &lo podrá adquirir con el tiempo; 
la experiencia no la da la Escuela Judicial, pero la forma- 
ción sí debe darla la Escuela Judicial. 

El sefíor PRESIDENTE: Le ruego que vaya terminan- 
do, señor Sotillo. 

El aellor SOTILLO MARTI: No o610 voy terminando, 
sino que acabo. Esas son las cuestiones que plantearía, 
agradeciendo de nuevo la presencia del Consejo, de sus 
miembros y de su Presidente en este acto. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, seáor Sotillo. 
Tiene la palabra el seáor Presidente. 

EI seeilor PRESIDENTE DEL CONSEJO GENERAL 
DEL PODER JUDICIAL (Sainz de Robles Rodríguez): 
Voy a empezar contestando a1 sefíor Granados que tiene 
una valoración global de la Memoria, una indicaci6n 
puntual de sus carencias, y luego ya lo h a d  a cuestiones 
muy concretas y específicas. 

Agradezco al setior Granados y a todos cuantos le han 
precedido en el uso de la palabra que pongan de relieve 
estas carencias porque es quizá la manera más eficaz de 
que se vayan corrigiendo. No puedo aceptar, encambio, 
cuanto se refiere a tomar en consideración las mociones 
aprobadas por el Congreso por una razón formal, pero 
por otra sustancial. La formal está explícita aquí y lo que 
entiendo es que por respeto a esas mociones no se debe 
contestar con literatura, sino con datos. Los datos del 
Consejo están cerrados en 30 de junio y, por tanto, no era 
posible elaborar una pre-memoria para dar la respuesta 
cumplida. La respuesta cumplida en lo que no esté aquf 
-y a ello sí me voy a referir- la tendrá en esa continui- 
dad la Memoria de 1985. 

Pero yendo ya a lo sustancial, me parece que en una 
gran parte, las mociones del Congreso están contestadas 
por una sencilla raz6n, porque antes de que se convirtie- 
ran formalmente en tales habían sido objeto de un deba- 
te muy claro, sobre lo que se pretendía en la anterior 
Memoria, en la sesión de 16 de junio, y en los 14 dfas que 
mediaron en lo que los datos respondían ya lo creo que 
hubo tiempo. Por ejemplo, sobre las peticiones de cinco 
de las salas del Tribunal Supremo, porque - q u i z á  por 
un lapsus+ sobre la primera no se pidieron datos: yo los 
tengo aquí para ponerlos a disposici6n de los sedores 
Diputados. Eran cuatro columnas, se reflejaron tres, la 
cuarta está aquí anotada en mi Memoria a lápiz. Se in- 
cluyó el capítulo sobre el presupuesto del Consejo, se 
señalaron y se señalan en ésta, que, efectivamente, en 
esas Audiencias, Salas o Juzgados que no cumplían los 
m6dulos. muchas de ellas, caso de La Coruria, caso de 
Sevilla, se había empezado una seria correcci6n, y en el 
umbral de esta Memoria se dice que, en algunos casos, 
eso no se ha conseguido. Yo rogaría al sefior Granados 
que no mirase la presentación de la Memoria como el 
cierre de una etapa, las actuaciones inspectoras del Con- 
sejo siguen por ese camino. También hablaremos ahora 
de las causas que puede haber de fijación de los módulos 
y de disfunción. 

La mayor parte de los expedientes, como he referido 
antes a preguntas de otro Diputado, se refieren precisa- 
mente a esa falta de rendimiento y se refiere también a 
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algo que 110 ha de ser negativo, porque no todo es san- 
ción, en el sentido de dar los medios suficientes en rque- 
110s casos en los que ha habido causas justificadas de 
retraso, y, señor Granodos, las hay, y luego se las expon- 
dré. Por tanto, la opci6n es clara: al11 donde no hay ac- 
tuación o demora justificada, el expediente disciplinario 
se ha abierto; al11 donde la demora es justificada, previa 
comprobación, lo que se impone es corFegir la causa, que 
es muy diversa, y lo verá enseguida, como también lo ha 
puesto de relieve, solicitando los apoyos necesarios para 
ello. 

Por tanto, creo que, en lo sustancial, st están cumpli- 
das, pero, por favor, no vea que aqul se cierra una etapa. 
En el mismo momento en que la Memoria se entrega, la 
actividad del Consejo continúa y, por tanto, la respuesta 
plena de lo que no esté aqul estará en la Memoria de 
1985. 

Usted ha hablado ya sobre carencias concretas -por 
favor, con la venia del senor Presidente, si no he tomado 
bien las notas, le ruego que no quede ni un sólo extremo 
por contestar-, sobre carencias de datos sobre reclama- 
ciones administrativas en materia de la gesti6n de perso- 
nal que ha hecho el Consejo. Los contenciosos st que figu- 
ran, los hay, son 70, estan puestos aqut, y me he referido 
al trabajoslsimo esfuerzo que supone el funcionamiento 
de una Sala de 62 personas para tramitar un recurso 
contencioso-administrativo, y me he apresurado a decir 
que no es satisfactorio. Naturalmente a todos ellos han 
precedido reclamaciones administrativas. Lo que quizá 
falte en la Memoria,-y he de confesarle son las recla- 
maciones administrativas que no han ido a la vla conten- 
ciosa, es decir, que han respetado, en definitiva, el crite- 
rio del Consejo y, quizá, no se ha puesto de relieve este 
dato, precisamente porque se ha terminado aceptando el 
criterio del Consejo. El problema está cuando el criterio 
del Consejo no ha sido aceptado. Son 70. 

Quizá fuera muy importante establecer unas conclusio- 
nes valorativas que consistirlan en extraer algunos capí- 
tulos y ponerlos de relieve. Es una iniciativa realmente 
interesante porque para el que maneja la Memoria desde 
fuera es real: pero aunque sean conclusiones muy difíci- 
les de encontrar, entiendo que no hay un sólo órgano que 
no tenga las conclusiones sobre su rendimiento. Todo 
ello se mueve, como es natural, en un criterio de objetivi- 
dad al que me voy a referir y al que antes tuve ocasioh de 
hacerlo al contestar a una pregunta de un Diputado del 
Grupo Popular sobre ello. 
Los módulos son convencionales y, por supuesto, indi- 

cativos. El Consejo no puede imponer a un órgano juris- 
diccional que ponga 125 sentencias o 150. Entiendo que 
ese módulo es y no puede ser otra cosa que indicativo, 
precisamente para valorar el rendimiento que normal- 
mente es exigible a un funcionario. Eso de una parte, De 
otra, como antes dije, para propugnar cu4ndo ha de ser 
creado un 6rgano y cu4ndo ha de exigirse mayor rendi- 
miento al órgano que no cumple esos m6dulos. Usted ha 
manejado una estadlstica que yo le agradezco, porque yo 
no la he manejado de esa manera; es decir, al análisis 
cuantitativo del cumplimiento de los m6dulos a nivel de 

las Mdiencias Territoriales, Salas de lo Civil, Salas de lo 
Contencioso-Administrativo y de las Audiencias Provin- 
ciales o Secciones o Salas de lo Penal de las restantes 
Audiencias. 

Si todo esto se baraja globalmente, nos vamos a encon- 
trar con un primer problema cuando lo desmenucemos, 
que es que en muchas Audiencias, sobre todo las provin- 
ciales, no re cumplen loa módulos porque no se lleva a 
ellos el trabajo que corresponde. Esto sucede en cerca de 
19 6 20 Audiencias. Estas Audiencias van plenamente al 
día y, sin embargo, los módulos están lejlsimos: hay Au- 
diencias que no han llegado a 100 sentencias entre los 
tres magistrados. Esto supone unas 33 sentencias por 
Magistrado, por tanto verá si está alejado, sin embargo 
van al dta. En cambio hay Audiencias donde los módulos 
se rebasan y el retraso se acumula. jOué quiere decir 
esto? Que no pensando en suprimir, ¡por Dios!, una Au- 
diencia Provincial, st debe reducirse el .número de magis- 
trados en la plantilla, porque con un Magistrado que 
haga las veces de Presidente y, quizá, con la colaboración 
de magistrados de Salas limítrofes, esa Audiencia puede 
tener el mismo rendimiento con menor coste. Esto lo ha 
propugnado el Consejo en las Memorias e, incluso, en su 
informe del anteproyecto de ley orgánica del Poder Judi- 
cial. , 

En cambio, en aquellas otras en las que los módulos 
son rebasados y el trabajo se acumula -porque esto su- 
cede- ahl no hay más remedio que encontrar una solu- 
ción. Se han encontrado soluciones de emergencia, cola- 
boraciones especiales, magistrados suplentes, pero no en 
la figura de magistrado suplente que todos conocemos, 
sino en la de magistrado que forma Sala, ponencias y 
delibera, acogiéndose al régimen de provisión temporal 
que, como luego veremos, al responder al setior Sotillo, 
tiene muchlsimos matices. 

Se ha conseguido, mediante la cooperación del Presi- 
dente de Territorial, en principiopxonerado de funciones 
jurisdiccionales directas, crear secciones que van redi- 
miendo los atrasos. La mayor parte de los Presidentes de 
Salas de lo Civil, exonerados de sentencias por la Ley 
Orgánica de 1870, las están poniendo y aumenta el nú- 
mero de ponencias. 

Naturalmente, sabe usted perfectamente c6mo funcio- 
nan los órganos judiciales, y antes se lo dije a otro Dipu- 
tado. Las Salas de lo Civil y las de lo Penal no pueden 
excusar la audiencia pública, sea en vista, sea en juicio 
oral. Las Salas de lo Contencioso si. Mgico es, por tanto, 
que al módulo de las segundas se le agregue más canti- 
dad; pero nunca, insisto, como obligaci6n. El Consejo no 
la puede imponer, ni ningún organismo la puede impo- 
ner. Se puede valorar la falta de rendimiento culpable o 
negligente, pero no se puede imponer, en materia de Ad- 
ministraci6n de Justicia, un número &terminado de sen- 
tencias. No creo que haya un insfrumento legislativo que 
pueda imponer ese tipo de actividad. Seria en perjuicio 
siempre de la justicia. 

Lo que ocurre es que aqul, como en tantas cosas, esta- 
mos con el problema, que vuelve a salir otra vez, de la 
demarcación. Demarcaci6n urgente, porque los datos es- 
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tán a la vista. Si yo dije antes que habla 251 Juzgados de 
Distrito que no k g a n  a los mbdulos, no porque no te 
trabaje en dos, es  i n d i a p e d c  huirformarlos en Juz- 
gados de Primera Instancia e Instrucci6n que los cum- 
plan en un momento en que ya las carreras están unifica- 
das. 

La actuación disciplinaria del Cansejo, por lo tanto, se 
refim muy indirectamente al cumplimiento del m6dulo, 
y no tengo por qué insistir en ello. Cuando ese cumpli- 
miento del m6dulo es negligente o culpable, aparece el 
expediente disciplinario, pero simdtheamente, porque 
el ciudadano no tiene la culpa de que un funcionario 
haya infringido sus deberes, hay Que ir a cubrir el retraso 
objetivo que se ha producido, y esto es lo que 8e está 
haciendo. Por eso también en la introducción se dice que 
muchos de los defectos resenados están corregidos, otros 
en parte y otros muy mínimamente. No se ha tenido 
rebozo en establecer esta critica, sdior Granados, desde 
el principio. En otros no se ha conseguido. Pero ¿que hay 
causas de retraso justificables? Perfecto. La movilidad de 
los funcionarios es una de ellas, y también ha quedado 
expuesto que hay Juzgados del País Vasco y de Cataluiia 
que han estado servidos por cinco titulares durante un 
ano. ¿Qué ha hecho el Consejo? Evitar que los lapsos de 
vacantes se prorroguen entre el cese y la venida del nue- 
vo, y unirlos mediante un concum abierto, de suerte que 
se supla ese vacfo. Congelar a los funcionarios que se 
trasladen diciendo: No. Si tú te trasladas, vas a estar dos 
aiioo; por tanto, ten cuidado en escapar de ahí, porque 
al11 donde vayas estás dos anos. Incluso, en determinados 
traslados forzosos, imponerles un ano. El Consejo no 
puede hacer más. 

Quizá haya otros temas de loa que tengamos que seguir 
hablando, porque el senor Sotillo me ha propuesto cues- 
tiones muy directamente relacionadas con esto; pero 
también hay enfermedades, también hay bajas tempora- 

' les de funcionarios que están en lo que en la funci6n 
pública se llama hoy servicios especiales. También hay 
actuaciones electorales, de suma urgencia, que colapsan 
durante toda la consulta un Juzgado, y que tiene que ser 
suplido por el que está al lado, y en Juzgados de mucha 
envergadura sabe perfectamente que ese colapso tarda 
mucho en resumirse. Para mi, éstas son causas perfecta- 
mente justificadas, algunas de ellas incluso encomiables. 

Por tanto, vamos a matizar las estadlsticas, vamos a 
matizar el ejercicio de la potestad disciplinaria, porque 
para eso está el Servicio de Inspección, y si el Servicio de 
inspcccián parece que los datos que tiene no son suficien- 
tes, evidentemente que este Presidente y el Consejo to- 
man buena nota para que estas informaciones sean total- 
mente esclarecedoras. 

Reapecto de los temas últimos, que son sumamente 
puntuales, tengo que decirle que, en lo que se refiere a 
los Juzgados de Madrid, sólo se toman en cuenta senten- 
cias contenciosas; no, por tanto, los ejecutivos sin oposi- 
ción, pero a mi tampoco me satisface, sinceramente se lo 
digo, como juez, en este momento temporalmente como 
Presidente del Consejo, y mucho menos como ciudadano, 
que un Juzgado de Primera Instancia pueda llegar a po- 

ner 400 sentencias contenciosas. No me satisface, porque 
cato no satisface otro fundrmmtal cumetido de Lo jut i -  
da, que no d i o  es molvcr probletnns, deade luego. [Ea- 
m í a  bueno q w  el ciudadano tuviera que eaperar a que 
la sobrecqa de trabajo incidiera en el aspecto que do I  
pués ha tocado! Pero lo cierto e8 que, además, la función 
de justicia tiene un anpecto ejemplificador, es decir, con- 
vencer con razones, disuadir de que se promuevan plei- 
tos, porque se les ha dado una respuesta contundente y 
clara. Y cuando se ponen 400 sentencias contenciosas en 
trescientos sesenta dlas del ano, me parece que esa ejem: 
plificaci6n no va a ser convincente. Se va a producir la 
efectividad, pero no se va a producir la convicción, am- 
bas cosas necesarias. 
En cuanto al terna que me ha planteado, ya lo creo que 

es preocupante, pero le dije ya antes, me parece que al 
sefior Bandrés o al seiior Pérez Royo, que el responsable 
tiene un expediente disciplinario sobre él, que todos los 
de& retrasos que ha mencionado están en la lista que 
yo antes he leído, pero, específicamente, uno por esa sen- 
tencia. 

Mezclaremos alguna cosa, pero es necesario. Me ha 
dejado muy preacupado el seiior Sotillo en la referencia 
a la página 169, relativa al punto que dice: #De aquí que 
no parezca ocioso pensar en la pertinencia de reconside- 
rar la legislaci6n actual en la materia, en la línea de una 
ampliaci6n de soluciones consensuales, que pusiera defi- 
nitivamente la oferta legal a la altura de la verdadera 
demanda social . 

No creo revelar secreto de deliberaci6n al decirle que 
este párrafo motiv6 una buena hora larga de discusión al 
redactar la Memoria, y, por supuesto, el Consejo lo ha 
aceptado, aceptado está, y por el Residente personal- 
mente, pero, naturalmente, esto no es m8s que una invi- 
taci6n, a la vista no ya de las estadlsticas que se contie- 
nen aquí, sino un documento que quizá esté a disposición 
de los tenores Diputados, que es una valoraci6n socioi6- 
gica hecha por la Residencia del Tribunal Supremo so- 
bre todo ello. Es una invitación al legislador, no es una 
toma de partido, es quizá el reflejo de lo que se ve que 
sucede en ya tres largos anos de experiencia en esta ma- 
teria. 

Respecto de la reforma de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, he de decirle dos cosas, separadas para mí. Efecti- 
vamente, es pronto para poder hacer una valoración en 
global, como el Consejo ha pretendido, mediante esta 
unificación de criterios, pero, en cambio, creo que es ya 
tiempo de que estas conuptelas que denuncia se denun- 
cien. El Servicio de Inspecci6n las terminará comproban- 
do, pero el Servicio de Inspección ha de rotar por todos 
los 6rganos jurisdiccionales. Hora es de que, si esto suce- 
de, aqul no haya que esperar a ninguna valoración glo- 
bal; aqul hay una clarísima infracci6n, que debe ser co- 
rregida, y, si es culpable o negligente, sancionada ya. 

En efecto, en cuanto al plan minimo de dotaciones pre- 
supuestarias, yo me alegro mucho de que haya parecido 
al sehor Sotillo satisfactoria su filosofía y su programa- 
ción y, efectivamente, quizá haya que justificar alguno 
de los conceptos que aquí se contienen. Sin embargo, yo 
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quiero hacerle observar que este plan mínimo está toda- 
vía sobre los criterios que se han mantenido en Memo- 
rias anteriores e incluso en los conceptos presupuestarios 
que hasta ahora se manejan. 

Como verá, precede un análisis comparativo de los cré- 
ditos para la justicia y los presupuestos del Estado, tanto 
en pesetas del día como en pesetas constantes, término 
referencia de 1981, Y los programas que aquí se propo- 
nen se evalitan desde el punto de vista del porcentaje que 
suponen los presupuestos de Justicia sobre los del Esta- 
do, del peso ponderado de los presupuestos de Justicia en 
el presupuesto general y de los programas que hoy se 
pueden acometer con la legislación que tenemos. Es evi- 
dente, y perdóneme la expresión, que este presupuesto 
tiene rtripasm, es decir, justificacih numérica y docu- 
mental. Yo acojo su sugerencia de poderlas llevar a la 
próxima Memoria, pero hemos creído que era suficiente 
con este análisis en la situación que actualmente tene- 
mos para justificar los programas que se citan. 

Me ha sorprendido también, sinceramente, la observa- 
ción que me ha hecho sobre la elaboración del informe 
de anteproyecto. Que yo sepa, y no tengo ni siquiera un 
indicio de que así no haya sucedido -lo cual ya es difícil 
en un momento en que todo se filtra-, los informes so- 
bre el anteproyecto no han salido jamás del seno del 
Consejo. 

El procedimiento es muy simple, porque se elabora 
una Ponencia por la Secci6n de Estudios prelegislativos, 
se somete a modificaciones, correcciones o enmiendas, 
como quiera llamarse, de los Consejeros, y el Pleno 
aprueba, en definitiva, por mayoría, por unanimidad, lo 
que se somete al informe. 
No tengo el menor indicio, la menor noción, de que 

haya habido intervenciones extrañas y, por supuesto, le 
aseguro personalmente que, en lo que a mí concierne y 
sé, no las ha habido jamás. Yo también rogaría que, si 
esas filtraciones o esas intervenciones extrañas se cono- 
cen, se denuncien porque son absolutamente irregulares. 
Estoy totalmente de acuerdo con usted. 

Agrupamos, si le parece, el tema de la selección y el de 
la Escuela Judicial. 

Una obse~ación previa: los plazos entre la convocato- 
ria y el comienzo de las oposiciones están controlados 
por el Reglamento de 1968. Tienen un plazo mfnimo y un 
plazo máximo, y el Consejo se ha atenido, según las ofer- 
tas, a unos o a otros, pero sin poder ser menor de seis 
meses ni mayor, creo, de ocho. No me acuerdo ahora con 
exactitud de las prescripciones del Reglamento. 

En el tema de lo contencioso-administrativo la cues- 
tión es más grave. Habrá observado que sólo ha habido 
un candidato, y s610 ha habido un candidato por la senci- 
lla raz6n de que se le exigen tres años para tomar parte 
en esas oposiciones. Y tal y como está el escalafón, en 
tres años, lleva dos de Magistrado, lo que se le ofrece, por 
tanto, es muy poco. Esto, claro, lleva al tema general de 
la selección. 

El tema de la selección es un tema grave en dos aspec- 
tos: en el número, que usted ha puesto de relieve, con 
datos que obran en la propia Memoria y con datos que 

obran en las dotaciones presupuestarias para 1985, e in- 
cluso en las vigentes, y el problema de lo que pudiéramos 
llamar superselección o formación de los candidatos, de 
jueces, magistrados y de todo lo demás; de todo el perso- 
nal que colabora en la Administraci6n de Justicia. 

He empezado siempre por decir -y perdonen porque 
creo que es la sexta vez que lo digo esta mafiana, y lo 
lament- que tiene que preceder una seria demarcación 
a la elaboración del número de jueces que sean necesa- 
rios. Por una parte, evidentemente, faltan muchos jueces, 
pero por otra, y usted entiende en el sentido en que lo 
digo, sobran muchos jueces o, si quiere, sobran muchos 
órganos jurisdiccionales. 

A pesar de todo faltarán, no le quepa la menor duda; 
pero lo que no podemos saber en este momento es cuán- 
tos faltan. Y le advierto que, en efecto, estas cifras que 
aparecen aquí y que se han elaborado en gran parte en 
colaboración con el Ministerio de Justicia, no son, en 
absoluto, ociosas ni salen de ningún lugar mágico. Salen 
de estudios muy serios, pero partiendo de la aotual de- 
marcación, de la imposibilidad, a veces política, de su- 
primir un órgano jurisdiccional, pero no tan impolítica 
de transformarlo, porque ya me dirá en Partidos judicia- 
les donde hay un Juzgado de Primera Instancia y un Juz- 
gado de Distrito, ¿qué hacen uno y otro? Pero las fuerzas 
vivas de la localidad no se estremecerían tanto si conser- 
van el de más categoría. Este es un ejemplo para decirle 
lo que quiero aclarar. 

.El otro problema también es serio, porque, realmente, 
la incorporación de jueces debidamente preparados, con 
la experiencia que luego adquirirán, es enormemente 
complicada. Usted sabe perfectamente que el Consejo ha 
propugnado, y yo lo debo decir, que el sistema actual de 
oposiciones no nos vale. Mientras nosotros nos maneje- 
mos con la legislación actual y tengamos la Constitución 
que garantiza un criterio objetivo de igualdad de oportu- 
nidades para el acceso a la opinión pública, con este 
nivel nos tenemos que mover, aparte de legislación muy 
específica. 

Lo que el Consejo dice, y mociones tiene ya aprobadas 
para elaborar en este ario un serio estudio abierto a todos 
los interesados en el tema, sobre esta cuestión, es modifi- 
car ampliamente, de manera radical, el sistema de oposi- 
ciones. Lo que después haya de suceder yo no se lo puedo 
anticipar; pero sí quiero decir que, estando convencido 
como usted de que el actual sistema ha periclitado en sus 
fundamentales bases, el sistema, como ocurre en otros 
países europeos, da todavía mucho de sí, con tal de que 
se racionalice. 

Que esto va unido a la Escuela Judicial, es evidente. 
Que el Consejo comparte con usted la infrautilización de 
la Escuela Judicial es más que evidente. Que, en lo que 
cabe, ya ha puesto el remedio de que ahora se imparta 
un curso de tres meses con programas que conozca el 
opositor, para que sepa lo que ha de hacer después de la 
oposición, está también en vías de realizacih. 

Ahora bien, que este tema, por duro que parezca, es 
fundamentalmente económico, no le quepa la menor du- 
da. Con el actual presupuesto de la Escuela Judicial en- 
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tiendo, y ya saben que yo he sido el primer autocritico de 
cómo ha funcionado el Consejo respecto de la Escuela 
Judicirl, ts milagroso, miiagmoo, que se pueda hacer ni 
siquiera lo que sc está h a c i d o .  

Por codsiguiente, éste es un tema que conocemos to- 
d a ,  pen, que tiene que ser bien planteado. Y el buen 
planteamiento arranca de c6mo se estructure la oposi- 
ción y cuál va a ser el papel formativo y clasificador que 
va a tener la Escuela Judicial. Esto, la programación, no 
es nada difícil. Tentinos Acuerdos-marco con la Universi- 
dad que permiten ampliarlos a la colaboración de profe- 
sores; lo que ocurre es que algo hay que ofrecer, porque 
hay muchas veces que han venido profesores de Universi- 
dad sin cobrar absolutamente nada, dicho sea en su ho- 
nor. 

Este problema, qué duda cabe que lo tenemos pendien- 
te; pero la Escuela Judicial lo tiene pendiente desde que 
m cre6. Quien tiene el honor de dirigirles la palabra estu- 
vo un año en la Escuela Judicial, en el año 1951. Creán- 
me, de verdad, que yo no voy a decir que fuera un aao 
perdido, porque en la convivencia, en el compaiierismo, e 
incluso en la crítica, se aprende; pero, desde el punto de 
vista objetivo, totalmente perdido. 

Es decir, el problema de la Escuela Judicial es endémi- 
co desde su creación; pero ahora se sabe lo que se puede 
hacer, y no tenemos más que el acicate de cumplirlo. 

Me parece que con esto he tratado de contestarle como 
he podido a sus preguntas y a terminar ya la respuesta a 
los Grupos Parlamentarios. 

El seiior PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Presi- 
dente. 

En la sesión en la que se trató de la anterior Memoria 
tuve la satisfacción de constatar que se había iniciado un 
camino histórico en la relación entre los Poderes con el 
reconocimiento por el Poder Judicial de la soberanía na- 
cional que reside en el pueblo español‘y que está repre- 
sentada por las Cámaras. 

Hoy me gustaría añadir a esa constataci6n una nueva, 
que deriva de que se haya repetido esta vez el acto, y es 
que se ha creado, a mi juicio, un auténtico uso constitu- 
cional, en virtud del cual el Consejo del Poder Judicial, a 
través de su Presidente, da cuenta y responde de su ges- 
tión en la materia que se refiere al servicio público de la 
Justicia ante el Congreeo de los Diputados, en este caso. 

Ouiem agradecer al señor Presidente del Consejo del 
Poder Judicial y del Tribunal Supremo, y a los seríores 
Consejeros, su presencia’aquí y la puntual respuesta que 
han dado a las preguntas de los Grupos Parlamentarios y 
también a todos los Grupos Parlamentarios sus interven- 
ciones. 

Vamos a suspender la sesión para que continúe dentro 
de dos minutos bajo la presidencia del señor Presidente 
de la Comisi6n de Justicia e Interior para dar cumpli- 
miento al resto de la resolución en relación con este trá- 
mite. 

Se suspende la sesión. (Pausa.) 

Se nanuáa lo sesibn. 

El señor PRESIDENTE DE LA COMISION (Castellano 
Cardalliaguet): Continuamos la sesión. 

Dando cumplimiento a las instrucciones de la Presi- 
dencia al respecto, la Comisi6n debe pronunciarse acerca 
de su deseo de designación o no de una Ponencia que 
informe, en el correspondiente plazo de quince días, so- 
bre el estado y actividad de la Administración de Justicia 
contenidos en la Memoria. 

¿Desean los señores portavoces de los diferentes Gru- 
pos que se someta a votación el ejercicio de tal facultad 
o, por el contrario, hay unanimidad en que en la actual 
situación no desean constituir dicha Ponencia? 

El señor Ruiz Gallard6n tiene la palabra. 

El seaor RUIZ GALLARDON: Por mi parte estoy abso- 
lutamente de acuerdo en que no se constituya la Ponen- 
cia. 

El señor PRESIDENTE: El señor Sotillo tiene la pala- 
bra. 

El señor SOTILLO MARTI: Lo mismo digo, señor Pre- 
sidente. 

El seaor PRESIDENTE: El seaor Trías de Bes tiene la 
palabra. 

El seilor TRIAS DE BES 1 SERRA: Que no se consti- 
tuya, sedor Presidente. 

El seiior PRESIDENTE: El sefior Cisneros tiene la pa- 
labra. 

El seaor CISNEROS LABORDA: Señor Presidente, que 
no se constituya la Ponencia. 

El sefior PRESIDENTE: Visto el parecer de los diferen- 
tes portavoces de los Grupos Parlamentarios, lo que pro- 
cede es que queden ustedes informados de que concluida 
la comparefencia, al no designarse dicha Ponencia, en el 
plazo de tres días deberán presentarse propuestas de re- 
solución ante la Mesa de la Comisión. Esta Mesa admiti- 
rá a trámite las que sean congruentes con la Memoria 
objeto de debate, y las así admitidas serán remitidas a la 
Mesa del Congreso a efectos de su inclusión en el orden 
del día de la correspondiente sesión plenaria, donde ten- 
drán la tramitación que prevén dichas normas. 

No habiendo otro tema que tratar, se levanta la sesión. 
Muchas gracias a todos, a los servicios de la Cdmara y a 
los medios de comunicaci6n. 

Eran las dos y diez minutos de la tarde. 
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